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El desarraigo social de la
política y del derecho

Desde un punto de vista interno al
derecho, la eficacia simbólica de éste
aparece como una simple ineficacia,
como una disfunción. Una visión exter-
na al derecho, en cambio, permite com-
prender toda la dimensión funcional
de este fenómeno. De acuerdo con esta
segunda perspectiva, el discurso jurí-
dico y el discurso político se desarro-
llan internamente y se comunican, de
tal manera que cada uno de ellos con-
tribuye a la realización de propósitos
comunes, o, por lomenos, complemen-
tarios. La disociación entre discurso y
práctica, que caracteriza la eficacia sim-
bólica, responde a objetivos de poder y
no a fallas aparecidas en el proceso de
aplicación. Según esto, el carácter polí-
tico del derecho no debe buscarse sim-
plemente en la estrecha relación de cier-
tos contenidos normativos con las
cuestiones del poder político, sino, más
bien, en la estra tegia, aplicable en todas
las áreas del ordenamiento jurídico, que

.• Magistrado auxiliar de La Corte Constitucional.

consiste en separar ono, de acuerdo con
las circunstancias, el orden del discurso
delordendelas prácticas, de tal manera
que dicha separación o dicha depen-
dencia, respondan a propósitos prove-
nientes del ámbito político. Así, la efica-
cia simbólica, en contra de 10 que supo-
ne la teoría clásica del Estado liberal
cuando pretende someter elmundo del
poder al imperio de la ley, se presenta
como una variable dependiente del
ámbito político, esto es, como un ejem-
plo de sometimiento del mundo del
derecho al imperio de la política.

Partiendo de estos supuestos, pa-
rece claro que los secretos del funciona-
miento de la eficacia simbólica no
pueden ser desentrañados completa-
mente si no se acude al estudio del
propio ámbito político y, en especial, de
las relaciones que allisepresentanentre
discurso y práctica. Hay que advertir,
sin embargo, que un estudio detallado
de estas relaciones sobrepasa las pre-
tensiones de este trabajo. Las explica-
ciones siguientes se limitan al desarro-
llo de dos temas complementarios: en
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primer término, se intenta mostrar cómo
el discurso político en América Latina
y, especialmente en Colombia, mantie-
ne una enorme independencia de los
intereses sociales; en segundo término,
el texto se concentra en el tema de la
reforma del derecho constitucional co-
lombiano, tratando de mostrar, tam-
bién en este caso, una disociación entre
discurso y práctica; finalmente, se in-
tenta una explicación analítica de la
vmaliaciónentrelasdosd~ociaciones
anotadas.

1.1 La relación entre política
e intereses sociales

1.1.1 El populismo

En América Latina puede hablarse
de un fenómeno de sobrepolitizadón, en
el sentido de que todo tiene que pasar
por el Estado, así como de una desocia-
lizacián en cuanto que los conflictos en-
tre las clases sociales son extremada-
mente débiles o se transforman inme-
diatamente en presiones políticas.'

Esta autonomía de lo político en
relación con lo social ha sido especial-
mente evidente en los regímenes Ilama-

dos populistas, que con frecuencia se
presentaron en el subcontinente a me-
diados del presente siglo, como una
reacción nacionalista a un modelo de
desarrollo dirigido desde el exterior. El
populismo combina un discurso políti-
co, centrado fundamentalmente en la
idea de una nación y una voluntad po-
pular inscrita históricamente, con una
crítica a los mecanismos propios de la
democracia representativa y un llama-
do a la democracia directa a través de la
movilización de la clase media; estos
dos elementos proporcionan un papel
central al Estado, el cual, por interme-
dio del líder, pasa a ser depositario
absoluto de la labor de conducción de
los destinos patrios.

De acuerdo con esto, A. Touraine
sostiene que un régimen de este tipo
«[...] sólo puede existir cuando el Esta-
do, el sistema político y los actores so-
ciales no se encuentran separados los
unos de los otros, no son actores que
deban negociar sus relaciones». 2 Así, los
conflictos que se presentan sólo tienen
que ver parcialmente con los intereses
que cada una de estas instancias supo-
ne representar; éstos no pueden ser tra-
tados sino políticamente; el interés tie-
ne que ser sobredeterminado por el

1. ZARMEÑO,S. «Estado, Clases y Masas». Revista Mexicana de Sociologta. México. N° 4,1978, Pp. 1283-1325.
Rouquie, A. También alude a este fenómeno cuando sostieneq ue «la conciencia de c1asese encuentra ocultada por
la conciencia de masa. El nacionalismo solidarista contribuye a la integración política de las capas sociales
subordinadas y de las masas urbanas», Amérique Latine: Introduction a l'Extreme Occident, París: Seuil, 1987, p.292.
En estas circunstancias la acción de los partidos políticos pierde toda relación con los intereses de clase. Martins,
L.Explica cómo, «en la medida en que las élites dominantes pueden articular y agregar directamente sus intereses
en el interior del aparato del estado, los partidos políticos y otras instituciones, que deberían hacer la mediación
entre el estado y la sociedad, pierden su función. Más aún, ellos muestran su verdadera función: la de ser
instrumentos de movilización política con el propósito de legitimar el-sistema», Pouvoir et Déueloppenmeni Éco-
nomique. Brasil: Anthropos, 1976, p. 136.

2. TouRAINE,A. La Paro le et le Sango París: Odile Jacob, 1987, p.167. Una posición similar puede encontrarse en
Pécaut, D. cuando afirma que «...al no fundarse sobre la relación social instituida, el populismo se traduce en el
hecho de aislar lo político y lo ideológico, que parecen ocupar todo el campo de la representación, pero que tan
sólo lo logran levantando barreras contra el magma social apenas vislumbrado», Orden y Violencia: Colombia,
1930-1954. Bogotá: Siglo XXI, CEREC, 1987, Vol. 11,p.366.
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partido político" para que pueda tener
cabida en el espacio excluyente del Es-
tado, donde los conflictos están media-
tizados por la dinámica del juego polí-
tico;por fuera de éllos intereses sociales
se pierden en un mutismo insondable.
Esto explica, en buena parte, elhecho de
que la intensificación de los conflictos
políticos en América Latina no necesa-
riamente conlleve la ruptura del régi-
men. Este carácter simbólico de las
disputas da como resultado una enor-
me movilidad de las palabras del dis-
curso, de tal manera que el sentido
original de los intereses queda olvida-
do en la intrincada maraña de diver-
gencias simbólicas.

En estas circunstancias, el Estado
populista absorbe una sociedad disper-
sa y atomizada" que sólo encuentra la
manera de articularse en la palabra
evanescente del líder. Launidad logra-

da no va más allá de la palabra misma.
El discurso populista obtiene su fuerza
del mantenimiento de una serie de
enunciados que pierden todo referente
cuando se ven confrontados con las
contradicciones implícitas en los enun-
ciados mismos."

De esta manera, la capacidad de
movilización popular del líder se ve
limitada al espacio discursivo impues-
to por la utilización simbólica de las
palabras; toda puesta en obra de los
enunciados entraña un riesgo que el
líder encuentra difícil de afrontar."

Esta posición central de la política
en detrimento de los intereses sociales,
no se presenta como algo limitado al
surgimiento de los regímenes populis-
tas en América Latina ---en los cuales
sin duda se acentúa este fenómeno--
sino como una característica perma-
nentedela manera como se articulan en

3. Esta tendencia,si bien está especialmente acentuada en el Estadopopulista, no es exclusiva de este régimen;
la pérdida del carácter representativo de los partidos en beneficio de su capacidad de movilización ha sido una
tendencia más o menos generalizada en las democracias occidentales de este siglo, que se ha ido consolidando
a través de la radicalización del mandato libre y de la consecuente prohibición jurídica de la representación de
intereses particulares por parte de los representantes; al respecto ver B08810,N. II Futuro de la Democrazia, Torino:
Einaudi, Torino, pp. 33 - 38. Cfr. CEPEDA,F. «Los partidos monoclasistas: una contradicción en las términos» En:
El Tiempo. Lecturas Dominicales. Bogotá. Ene. 22, 1984, p.S.

4. Esta afirmación puede estar en contradicción de la idea del «Estado Compromiso» propuesta por WEFFORT,
F. «Estado y Masas en Brasil» En: Revista Latinoamericana de Sociologta. NO.l, 1965, pp. 53 - 71; en donde se explica
el surgimiento del Estado populista a partir de la crisis hegemónica de una burguesía que se ve obligada a
recuperar la legitimidad perdida por medio del llamado a la participación de la clase popular; sobre todo si por
ello entendemos que el Estado interviene en clases sociales constituidas por fuera del Estado mismo, con
autonomía para crear su propia identidad y para proponer y defender unos intereses concretos. Sobre este punto
verTouRAINE,A. Op. cit. p. 168.Otra crítica a esta posición puede verse en Pl;.CAUT,D. Op, cit. pp. 364-366. También
podría dar lugar a interpretaciones erróneas la afirmación de Rouquíe según la cual «cualquiera que sea la fuerza
de los grupos económicos locales, según que controlen o no lo esencial de la prod ucción mercante, el Estado se
esfuerza entre otras funciones por armonizar los intereses divergentes entre las clases poseedoras», ROUQUIE,A.
Op, cit. p.126.

5. Según Pécaut el populismo se inscribe en las tenciones entre disociación/identidad, conflictos de clase/
redistribución, dominación/nuevo pacto social «a pesar de las reconciliaciones imaginarias, no hay ninguna
síntesis posible. Elpopulismo extrae su fuerza de su actitud para fundamentarse en lo contradictorio, comosifuera
insensible a ello. Pero encuentra el límite en la imposibilidad de sustraerse a lo imposible que lleva dentro de sí
mismo»; PÉCAUT,D. Op, cit, p.368. De otra parte Rouquieexplica cómo, los sistemas populistas «hacen un llamado
a la movilización de clases peligrosas y tienden a garantizar, al mismo tiempo, -se podría decir que por este
mismo medio- el modelo de dominación». ROUQUIE,A. Op, cit. p.292.

6. Un ejemplo claro de la incapacidad dellider populista para afrontar los compromisos que se desprenden
de sus discursos, puede encontrarse en la actitud delcaudlllo J. E. Gaitán en Colombia, cuando en marzo de 1946
moviliza a los obreros para la realización de un paro nacional. pero al momento de la orden de suspensión de
labores se oculta.
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la región las instancias gubernamenta-
les con las sociales. En este sentido, A.
Touraine muestra la existencia de una
forma determinante de intervención
social, que el autor denomina política
nacional-popular y que constituye un
centro de referencia necesario para la
comprensión de los sistemas políticos
en Latínoaméríca,"

De acuerdo con esto, los regímenes
populistas no se oponen a los sistemas
parlamentarios. Dentro del espacio po-
lítico latinoamericano, sostiene A.
Touraine, «es difícil oponer el parla-
mentarismo al régimen nacional-
popular del cual aquél no es más que
una modalidad particular de este ...».8 En
el subcoruínente, las democraciassiem-
pre han sido poco representativas debi-
do a la falta de actores fuertemente
organizados. En estas circunstancias, el
papel central del Estado -única ins-
tancia capacitada para lograr cierta arti-
culadónyelconsecuentedebilitamiento
de los actores sociales-, así como la so-
bredeterminación política de los intere-
ses de clase y la falta de corresponden-
cia entre los cambios políticos y los
cambios sociales, responde a una ma-
nera propia deserde la política latinoa-
mericana yno simplemente aun tipo de
coyuntura circunscrita aun corto perío-
do histórico.

En términos más generales J.E.Fa-
ría explica ese papel central del Estado
a partir de la situación europea de fina-
les del siglo XIX y principios del XX,

cuando éste debió ampliar sus funcio-
nes para responder a la creciente com-
plejidad de la sociedad. En América
latina, en cambio, esta relación se pre-
senta de manera inversa: «es la socie-
dad la que tiene que responder a los
estímulos del Estado, el cual, para ace-
lerar la industrialización y articular un
crecimiento moderno, se encuentra
abocado a perfeccionar sus instrumen-
tos de intervención y a ecpardír elcampo
de acción de sus anillos burocráticos»?

Así, el poder de articulación del
discurso populista radica en la fuerza
emotiva de sus palabras, independien-
temente de los referentes fácticos del
discurso; la expresión casi mítíca de la
unidad nacional en boca del líder cons-
tru ye cierta efímera unidad social que
ningún factor real puede lograr.

1.1.2. Política e intereses en
Colombia

El carácter permanente en Améri-
ca Latina, de los elementos populistas
anteriormente anotados, se observa
con suma claridad en Colombia, cuya
tradición en el mantenimiento de los
mecanismos de la democracia formal y
estabilidad institucional, lo han hecho
aparecer como un país excepcional,
donde una gran estabilidad política 10se
combina con una violencia endémica,
atizada por los dos partidos tradiciona-
les y por una gran debilidad del movi-
miento popular." La descomposición

7. TOURAINE,A. Op. cit. p. 168.
8. Ibídem. p. 322.
9. FARIA,Jos~ EDUARDO.Eficacia [urtdica e Violtncia Simbólica: O Direito como Instrumento de TransfrJrmtv;QOSocial.

Sao Paulo: Universidade de Sao Paulo, 1988, p. 111.
10. En Colombia sólo ha habido cinco efímeros cuartelazos militares desde 1830, que en total no suman m.."ÍSl"

de 10 aflos.
11. TIRADOMElfA, A. sostiene que una característica especificamente colombiana «es la no persistencia de

grupos socialistas de magnitud que expresen los intereses de los sectores proletarios, tal como sucedió en otros
países, por ejemplo los del cono sur», "Colombia Siglo y Medio de Bipartidismo», en ColombiaHoy. Bogotá: Siglo
XXI, 1978, p. 106. En un sentido similar TOURAINE,A. sostiene que ••en Colombia existe una fuerte separación entre
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de esta paradoja se encuentra en la fun-
ción articuladora que cumplieron las
disputas partidistas y elclientelismo en
una sociedad escindida por las diferen-
cias culturales y sociales. En este senti-
do, F. Leal sostiene que los enfrenta-
mientos entre las facciones políticas, en
lugar de resquebrajar aún mas la ende-
ble unidad nacional, «proporcionaban
casi la única dinámica que alimentaba
la débil necesidad de cohesión nacional
dentro de una sociedad con un Estado
exiguo»." Las guerras civiles del siglo
XIX lograron transformar diferencias
regionales y conflictos de intereses cir-
cunstanciales en empresas con alcance
nacional, en las cuales el motivo inicial
de discordia se esfumaba entre la
emotividad de una adhesión a princi-
pios abstractos convertidos en bandera
partidista. 13

Es importante anotar que el apego
a los debates meramente teóricos ha
tenido una importancia que comienza
con el temperamento de Bolívar y de la
Independencia misma; el idealismo
bolivariano se manifiesta, por ejemplo,
en la confianza ilimitada que el Liber-
tador presta a la capacidad de la Cons-
titución para crear una sociedad nueva
en América Latina: la carta fundamen-
tal de laRepública de Bolivia, redactada
por el Libertador, quería hacer de este
territorio andino --como Platón en Si-
racusa- la sede de una república per-

fecta. Esta confianza en el derecho y en
las ideas tiene posiblemente sus raíces
en el desafío que debieron superar los
primeros líderes de la Independencia al
tener que crear un Estado sin contar con
una nación consolidada, para luego, de
allí, extraer la nación." Quizás esto
explique también la desarticulación
entre discurso político y realidad: la
idea de que la sociedad debe ser el
fruto de la actividad política y no a la
inversa, elimina todo arraigo real al
discurso político y lo deja flotando a la
deriva.

Durante las guerras civiles del si-
glo pasado el elemento ideológico des-
empeñó un papel preponderante: el
bipartidismo del siglo XIXen Colombia
responde a una tenue diferencia entre
intereses sociales, pero su funciona-
miento y su dinámica interna se hace
explícita a través de una confrontación
ideológica entre una tendencia tradi-
cionalista, depositaria de buena parte
de los valores religiosos y culturales de
la colonia española, y una tendencia
modemizadora, vocera de los príncí-
piosdelliberalismo filosófico.Loque es
digno de resaltar -y que se presenta
como una constante en toda la historia
política colombiana- es el grado de
abstracción de la lucha ideológica y su
aparente independencia de los intere-
ses dominantes. El recurso a la abs-
tracción se convirtió en un elemento

la defensa de los intereses particulares y la acción política de alcance general. El sindicalismo se sitúa en el interior
del modelo liberal que comanda las grandes empresas nacionales de Medellín o extranjeras de Cali (...) de suerte
que los sindicatos no ponen en tela de juicio las formas políticas de la dominación -oligárquica» Op. cit. p. 292.

12.WL BUlTRAGO,F. «El Sistema Político del Clientelismo» En: Análisis Político .. Bogotá. No.8, Sep., 1989.
13. LEALBUITRAGO,F.explica cómo «mientras avanzaba el federalismo conel ejercicio constitucional de la Carta

del 1863, contradictoriamente se consolidaban los partidos políticos como fuerza de identüicaci6n social,
convirtiendo las guerras civiles en factor funcional de primer orden para la formación de la nacionalidad»; Estado
y polüica en Colombia. 2a. ed. Bogotá: Siglo XXI, 1984, p. 134.

14. VALENCIAVILLA,H. Cartas de Ba/Q/la. Bogotá: Universidad Nacional, CEREC,1987, p. 75.
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fundamental para la movilización de
las masas populares, éstas sí, separadas
de los intereses en juego."

Algo similar sucedió con el perío-
do de La Violencia a mediados del pre-
sente siglo, cuando el líder Gaitán se
enfrentó con la casta conservadora en
una lucha de palabras que terminó con-
duciendo al país a la guerra civil. Esta
lucha tomó la forma de una confronta-
ción entre dos fundamentalismos: el
liberal y el conservador.

1.1.2.1.Elfundamentalismo liberal
de J.E.Gaitán se apoya en la búsqueda
de un colectivismo que adquiere enti-
dad en el discurso del líder. La idea
gaitanista de unidad entre lo social y lo
político se sustenta en la integración
social de la masa de los excluidos. De
esta manera, éste se vale de la oposición
más extrema entre los intereses, con el
fin de movilizar al pueblo contra la
oligarquía. El problema que frustró la
integración consistió en que estos dos
elementos del discurso fueron utiliza-
dos sin un arraigo en las condiciones
reales, diferente de aquel que puede
tener la exacerbación de la frustración o
del deseo. Esto explica el hecho de que
inicialmente la clase obrera, a través de
los sindicatos, viera en el líder populista
a un representante más de la oligarquía
conservadora ydel fascismo. Posterior-
mente, cuando se logra el apoyo de los
sindica tos y se acuerda la realización de

un paro nacional, Gaitán, en la tensión
de los momentos previos, declina su
asistencia.

De acuerdo con ésto, D. Pécaut
habla de dos disociaciones en el discur-
so populista de Gaitán. La primera de
ellas se presenta entre el líder y sus
mediadores populares y se hace mani-
fiesta en el retiro del apoyo gaitanista al
movimiento obrero por considerar ile-
gales sus acciones; la segunda, se pre-
senta entre la acción política y las con-
tradicciones existentes en lo social y se
hace evidente con la decisión tomada
por Gaitán de encauzar el movimiento
obrero dentro de los canales institucio-
nales del partido liberal." El discurso
populista intenta entonces mantener
una gran movilidad en el sentido de sus
palabras, de tal forma que sea posible al
mismo tiempo el tema del enfrenta-
miento con la oligarquía, el respeto de
la legalidad laboral y los procedimien-
tos políticos tradicionales del partido
liberal. En estas condiciones, los tres
elementos del discurso gaitanista: lo
social, lo político y lo jurídico, quedan
absorbidos por la dinámica interna del
discurso, que gira sobre sí mismo, sin
ningún arraigo por fuera de sus enun-
ciados; lo social y lo jurídico fijan el
sentido de sus palabras de acuerdo con
las exigencias de 10 político.

1.1.2.2. El fundamentalismo con-
servador no es más exitoso en su comu-

15. El jefe liberal Rafael Uribe Uribe decía a principios de este siglo: «...hemos creído muy inteligente ...
entrematarnos por teoremas que el pueblo, a quien hemos arrastrado a los campos de muerte, no supo nunca con
qué salsa se comían». URIBEURIBE,RAFAEL.Obras Selectas. Bogotá: Cámara de Representantes, 1979, t. 1, p. 32 Esta
pasión por las discusiones abstractas puedenotarseclaramenteen el debate sobre las ideas de J.Benthamquetuvo
lugar en Colombia durante buena parte del siglo XIX; al respecto ver VALENCIAVILLA,H. Op. cit. pp. 95-101.
También ROJAS,A. «La Batalla de Bentham en Colombia» En: Revista de Historia de América. México. No. 29, [un.,
1950. pp. 37-66; y Mc KENNAN,T. Santander and the Vogue of Benthamism in Colombia and New Granada. PhO Oís-
sertation, Loyola University, Chicago, 1970; citados por VALENCIAVILLA,H. Op, cit. pp. 96 Y99.

16. I'ÉCAlIT, O. Op. cit. p. 452.
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nicación con la realidad social. El líder
conservador Laureano Gómez intenta
articular la unidad social recurriendo a
los conceptos de tradición y naturaleza
humana legados por la religión." La
teología y la moral sirven de marco
teórico para unir lo social y lo político,
de acuerdo con una concepción bien
arraigada en las enseñanzas escolásti-
cas y puesta en práctica en aquella épo-
ca por el franquísmo en España.VDeesta
manera, el conservatismo también inte-
gra a los marginados pero esta vez por
intermedio del llamamiento a la con-
formación de una sociedad nueva, ar-
ticulada por la fe en Dios y el respeto de
los principios morales católicos.

En el fundamentalismo laureanis-
ta la fuerza de los argumentos morales
es tal que lo jurídico pasa a un segundo
término, o mejor aún, adquiere una
connotación diferente: como en la me-
jor tradición del iusnaturalismo esco-
lástico, para ellíderconservadorningu-
na norma positiva podría suplantar la
supremacía de las reglas que se des-
prenden de la tradición católica." La
nueva jerarquía de valores amerita in-
cluso una guerra justa." De esta con-
cepción teocrática, Laureano Gómez
extrae el ingrediente de violencia que se

inscribe en todas sus intervenciones. El
líder conservador hace gala de un cierto
mesianismo en su tarea de oposición
contra las ideas modemizadoras del
partido liberal: su práctica política se
confunde con su práctica religiosa. De
ahí que el llamamiento a la lucha sea al
mismo tiempo un llamamiento contra
el pecado y en pro de la redención: la
guerra es santa.

1.1.3. Violencia y Frente Nacional.
La extraordinaria sobredetermi-

nación del discurso político, tanto libe-
ral como conservador, la sorprendente
movilidad del sentido de las palabras,
el desarraigo de los signos políticos y la
debilidad del movimiento popular, todo
ello hace más claro el enigma deun país
con una singular estabilidad institucio-
nal y una violencia incesante. El ardor
de los conflictos políticos no se explica
únicamente por la diferencia de intere-
ses entre los sujetos de la confrontación;
hay algo adicional en este enfrenta-
miento que sólo puede ser descifrado
en el juego multiplicador de las repre-
sentaciones: éstas, en su desarraigo, se
fortalecen en el signo mismo, en el síg-
nificante; la acción política se reduce a la
tarea de crear una cierta representa-

17. En la Convención Conservadora de 1949 se dice: «Nosotros defendemos los derechos naturales de la
persona humana, anteriores al Estado, inscrita en la sociedad por intermedio de la familia y llamada a un fin
sobrenatural ••, citado por P~CAUT,D. Op. cit. p. 460.

18. Laureano Gómez no oculta sus simpatías por la España franquista: «Como en la Edad Media (...) España
ha sido designada por Dios para preservar la civilización divina de Cristo de las hordas furiosas de la barbarie ••,
El Siglo. Bogotá. Ago. 20, 1936.

19. «Dejémonos de sofismas -dice Laureano Gómez- sin religión no hay justicia, sin ésta la sociedad
civilizada es imposible », ObrllS SelectllS. Bogotá: Cámara de Representantes, 1981, primera parte, p. 49.

20. Con base en la doctrina del Padre Mariana según la cual «un tirano es el que manda a súbditos que no
quieren obedecerle ••, Laureano Gómez incita a sus copartidarios a la rebelión cuando sostiene ante el Congreso
el 25 deseptiembre de 1940:«El señor López pretendernandarel Estado y necesita la declaración dequesu mando
será con mengua y menoscabo de esas cosas esenciales que son el bien común. Esa declaración, aun cuando no
lleve el nombre,es una declaración de guerra, y los que apreciamos esos valores espirituales yrnateriales, tenemos
que aceptar la posible nueva posesión, como lo es efectivamente, como una declaración de guerra », Un poco má s
adelante ,en este mismo texto, Laureano Gómezhacereferencia a la licitud de la guerra justa con baseen la doctrina
del Padre Suárez: ARTE.AGAHERNÁNDEZ, M. Historia Po/(tiCIJ.de Colombia. Bogotá: Intermedio, 1986, p. 575.
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ción; cada líder intenta ganar terreno en
la confrontación por medio de la radica-
lización de sus propios enunciados,
produciéndose así una especie de gue-
rra escalonada de palabras, que desem-
boca en la movilización popular y en la
violencia.

Sólo después de haber llevado el
enfrentamiento hasta sus límites más
sangrientos, las masas populares com-
prenden, con tristeza, que los ideales de
la guerra son ajenos a sus intereses. A.
Tirado Mejía, refiriéndose aun período
anterior, que ilustra todo el. historial
bélico de los colombianos, sostiene que
«El pueblo en general era fanático y
católico y elasunto teórico dedebate era
promovido por una pequeña élite que
sabía convertir la controversia sobre el
asunto espiritual en algo más concreto,
representado en poder político, buro-
cracia y apropiación de tierras»."

D. Pécaut explica con gran lucidez
cómo, a la vaguedad de los signos polí-
ticos se suma la referencia a un fuera de
losocial-los marginados en el caso del
gaitanismo y los campesinos en el caso
del Laureanismo-- que pone en evi-
dencia la división social. Es como si la
racionalidad interna del discurso polí-
tico, para mantenerse en pie, no pudie-
ra dejar de tocar los extremos de lo
social con la intención de vincularlos
simbólicamente, sin olvidarlos, pero sin
afrontarlos. La tensión es demasiado
fuerte: «por conducto de esta media-
ción -dice D. Pécaut-Io políticopuro
se encuentra repentinamente puesto en
contacto con lo socialbruto.La lógica de
la violencia conoce un nuevo desarro-

21. TIRADO MEllA, Op. cit, p. 122.
22. POCAVT, D. Op. cit. p. 536.
23. LEAL BUrIltAGO, F. Op. cit. p. 29.

llo:la representación de lo político como
violencia induce la producción de lo
social como víolencia-.f

Esto fue lo que sucedió amediados
de los años cincuenta: la época de La
Violencia se superó con un efímero gol-
pe militar en 1953. Cuatro años más
tarde lospartidos tradicionales deciden
acabar con el sectarismo y crear el Fren-
te Nacional; este sistema dispuso la re-
partición proporcional de la burocracia
y el relevo del poder cada cuatro años
entre los dos partidos tradicionales. La
apatía y el escepticismo fueron reem-
plazando las pasiones partidistas. La
pérdida del sentimiento de pertenencia
al partido político y la capacidad cohe-
sionadora que ello implica, exigieron
un cambio de estrategia. la modorra de
las masas fue enfrentada con la proli-
feración de las viejas practicas cliente-
listas. En estas nuevas circunstancias, la
burocracia del Estado pasa a ser la de-
positaria de la función de reproducción
electoral del sistema.

Con la entronización de las prácti-
cas clientelistas, la cohesión del sistema
dependió de la capacidad política para
responder a las demandas sociales sus-
ceptibles de transformarse directamen-
te en votos. «Cualquier tipo de intereses
-dice F. Leal- provenientes de la so-
ciedad civil, que no guardara relación
directa con la reproducción de un capi-
tal electoral, era tramitado de manera
incidental. Dentro de esta lógica, la di-
námica del sistema pasó a depender, en
principio, del crecimiento y utilización
clientelista de los recursos del Estado»."

El sistema del Frente Nacional lo-
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gró ampliamente su propósito de dis-
minuir los ardores políticos. Sin embar-
go, esto sirvió para poner en evidencia
el poder articulador de las pasiones
partidistas y la incidencia que ellas tu-
vieron enun fortalecimiento relativo de
los partidos y con ellos del Estado
mismo. Los beneficiatios de las nuevas
reglas políticas debieron pagar un alto
precio por el logro de la estabilidad
formal del acuerdo: aumento de una
abulia cuya dimensión dificulta cada
vez más los malabares de los partidos
tradicionales en la búsqueda de instru-
mentos de legitimación, por un lado, y
por el otro, creación de grupos de con-
testación armada, con una débil capa-
cidad de movilización política pero con
eficacia militar.

El fenómeno de la politización de
la vida social y de la desocialización de
la vida política, es el marco histórico
que establece y explica la dimensión de
la práctica reformadora del derecho y,
en especial, del derecho constitucional
en Colombia, como una pieza clave
dentro de la mecánica de articulación
hegemónica a lo largo de su historia
institucional. Las cifras hablan por sí
solas en el caso del reformismo consti-
tucional: en el siglo pasado, nueve
grandes guerras civiles nacionales no
impidieron el desarrollo más o menos
normal de las elecciones y de los perío-
dos presidenciales -muchas veces di-
rigidos por militares en retiro--- todo
ello forrado jurídicamente con las dis-
posiciones de quince constituciones
nacionales. En este siglo, y hasta 1990,
una sola constitución --desconocida
únicamente por un golpe militar de
cuatro años de duración-apañada por
sesenta y siete reformas constituciona-

les y un régimen de excepción casi inin-
terrumpido en los últimos cuarenta
años, dan forma a una historia política
extremadamente conflictiva pero con
pocos riesgos de ruptura. Por interme-
dio de esta febril movilidad del discur-
so jurídico, se intenta articular prácticas
hegemónicas en busca de la permanen-
cia de los intereses dominantes: todo
cambia en el derecho para que todo siga
igual en la sociedad.

A continuación se analizan algu-
nos aspectos de la constitución colom-
biana -promulgada en julio de 1991-
a través de los cuales se pone en eviden-
cia elmecanismo de dominación inscri-
to en la eficacia simbólica.

12l.asconstitudones y susreforrnas
Los especialistas en derecho cons-

titucional suelen preguntarse por el
contenido de las reformas y por su ca-
pacidad para solucionar problemas so-
ciales; se plan tean, entonces, la relación
entre los mejores contenidos posibles y
elmejor país posible. El atolladero en el
que se encuentra esta perspectiva -las
reformas se suceden sin que los proble-
mas se solucionen- ha hecho surgir
otro tipo de preguntas; ya no sobre la
necesidad jurídica de los textos consti-
tucionales, sino sobre su explicación
política; la pregunta es: ¿de qué manera
puede explicarse la idea de mejorar el
texto de la constitución como una con-
dición indispensable para mejorar una
serie de problemas que no dependen de
la eficacia instrumental de los textos
constitucionales mismos?; dicho con
otras palabras, ¿cómo se explica que la
difusión de la idea según la cual, cam-
biando las formas jurídicas se transfor-
ma la realidad del país, sea una estrate-
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gia para lograr una reforma que final-
mente no se debe a las normas juridicas?
¿Cuál es el mecanismo utilizado para
lograr que la eficacia de la Constitución,
radique en su capacidad para crear una
representación de cambio en la reali-
dad social, y no en su capacidad para
imponer, como norma, ese cambio?

La clave de esta nueva orientación
se encuentra en lo político: una consti-
tución no sólo se reforma para que cam-
bien las prácticas jurídicas, sino tam-
bién para que mejoren las relaciones
políticas entre gobernantes y goberna-
dos; el objetivo de la creación de una
nueva constitución no está primordial-
mente en la búsqueda de nuevos com-
portamientos a través de la aplicación
de nuevas normas, sino en la creación
de ciertas representaciones colectivas a
través de la promulgación de nuevos
derechos. El poder de la constitución -
de todas las constituciones- es funda-
mentalmente simbólico y no jurídico.

Ahora bien, estas representacio-
nes colectivas, objeto de la reforma,
tienen que ver con la imagen de la crisis
que domina entre la opinión pública;
con la idea de que la sociedad se en-
cuentra en una situación límite, entre la
existencia y la desintegración social, y
que algo excepcional, algo extraordi-
nario, tiene que suceder para poder
salir de la crisis. En estas condiciones, la
Constitución cumple la función de
reactivar la esperanza en un futuro
mejor; de articular una serie de prácti-
cas sociales y políticas a través de la
creación de un objeto simbólico -los
nuevos derechos y la nueva organiza-
ción-en el cual convergen representa-
ciones colectivas entre las cuales predo-
mina la noción decambio. En síntesis: la

Constitución cumple una función sim-
bólica en la medida en que su razón de
ser responde a la necesidad de estable-
ceruna articulación social, a través de la
creación de una representación en la
mente de los ciudadanos, cuyo conteni-
do tiene como objetivo la reactivación
de la esperanza y la consolidación po-
lítica de las instituciones.

Un estudio más detallado de la
Carta de derechos de la Constitución de
1991, permite ver la manera como se
presenta la eficacia simbólica en el arti-
culado de la constitución y los mecanis-
mos utilizados para el logro de una
apropiación política del sentido de los
textos jurídicos.

1.2.1. Ú1 carta de derechos en la
Constitución de 1991

A continuación se presenta un bre-
ve análisis sobre algunos aspectos de la
carta de derechos promulgada el 5 de
julio de 1991. No obstante su carácter
puntual y su falta de aplicación, el estu-
dio formal del texto presenta una serie
de indicios que sirven para compren-
der el funcionamiento de la eficacia
simbólica.

1.2.1.1. Los derechos fundamentales
(Título II, cap. 2)

En ocasiones decir aquello que es
evidente resulta poniendo en duda la
evidencia misma. Los niños suelen caer
en esta trampa del lenguaje cuando se
apresuran a defender su inocencia en
una situación en la que nadie sospecha-
ba de ellos; ese yo no fuí, parece menos
convincente que el silencio mismo. De
ahí el aforismo latino «excusatio non pe-
tita, acusatio manifiesta» (explicación no
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pedida, acusación manifiesta). La co-
municación entre los miembros de una
sociedad se desenvuelve con el supues-
tode laexistencia deuna seriede valores,
de lugares comunes, o de principios,
que son compartidos y que no se plan-
tean cada vez que se inicia una conver-
sación,simplemente porque son labase
de toda comprensión y de todo enten-
dimiento; son algo así como principios
constitucionales o morales del sistema
social.

La nueva constitución colombiana
cae en esta trampa del lenguaje cuando
se ocupa de los fundamentos morales
mismos de la sociedad; el texto pierde
poder jurídico cuando establece, por
ejemplo, que «el derecho a la vida es
inviolable» (art. 11); que «nadie será
sometido a desaparición forzada, a tor-
turas ni a tratos crueles ...» (art 12);que
«la paz es un derecho y un deber de
obligatorio cumplimiento» (art. 22); o
que entre los derechos de los niños
están elde recibir cuidado y amor (...)el
de poder expresar sus opiniones y, «los
demás derechos consagrados en la
constitución» (Art. 44); o cuando se es-
tablece que «toda persona debe respe-
tar los derechos ajenos y no abusar de
los propios»; y «apoyar a las autorida-
des legítimamente constituidas»; y
«defender y difundir los derechos hu-
manos»; y «propender al logro y man-
tenimiento de la paz» (Art. 95), etc.

A veces, el silencio es la mejor ma-
nera de fortalecer la evidencia. La orga-
nización política que adopta una socie-
dad se redacta en textos y se difunde
con el objeto de que exista certeza sobre
la organización vigente. Pero el texto, la

expresión escrita, tiene su razón de ser
en la contingencia; es decir, en la posibi-
lidad de regulaciones diferentes sobre
el mismo tema: la posibilidad de hacer
impera tivos otros comportamientos no
regulados justifica la norma. Por eso,
cuando la actual Constitución colom-
biana establece el derecho a la paz o el
derecho a la vida, implícitamente esta
subestimando tales contenidos al
ponerlos en un plano dominado por la
contingencia. Tratándose de este tipo
de normas, lamejor manera de otorgar-
les la claridad y la evidencia que todo el
mundo cree que tienen, es no diciendo
nada al respecto.

En la base de la convivencia social
se encuentran valores de tipo moral: la
buena fe,laveracidad,la honorabilidad,
etc. la referencia a estos valores funda-
mentales en el texto constitucional no
puede ser entendida eaba lmente si se le
mira desde un punto de vista jurídico.
Su enunciación debe serapreciada romo
un símbolo, con un contenido de moral
social, en el cual se evocan valores de
paz, convivencia, e integración para los
colombianos. Asíse explica la insistencia
del presidente de la República en defi-
nir el texto constitucional como «un
nuevo tratado de paz»:" sólo de esta
manera puede entenderse el sentido y
alcance de estos principios de convi-
vencia social. La inclusión constitucio-
nal de estos principios sabidos por to-
dos, se explica por el peso simbólico
que les otorga elhecho de estar plasma-
dos en el texto de la constitución, y de
esta manera refrendados por la volun-
tad popular. Su eficacia está proporcio-
nada por el medio, por el vehículo a

24. Discurso ante la Asamblea Nacional Constituyente En: GacetaConstitucional. Bogotá. No.56, Abr. 22, 1991, p.2.
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través del cual son trasmitidos; es el
espectáculo del poder popular, puesto
en escena durante meses de debates
constitucionales, con toda su maquina-
ria publicitaria e informativa, la que
hace que la enunciación de estos prin-
cipios se salga del ámbito propio de los
lugares comunes y de los tópicos de la
vida cotidiana y aparezca como un
mandato autorizado. Por eso, la pro-
mulgación de estos valores no debe ser
entendida como el acto jurídico de ex-
pedición de una norma, sino como el
acto político de enunciación de un
principio, o de un símbolo; su eficacia
no está en la capacidad de determinar
conductas por medio del establecimien-
to de derechos con posibilidad de ser
exigidos ante las autoridades, sino en la
capacidad que poseen para crear cier-
tas representaciones políticas, a través
de símbolos de unidad y paz social.

1.2.1.2. Los derechos sociales (Título
Il, cap. 2)

En otras ocasiones, el desinterés y
la falta de poder jurídico resultan de la
utilización constitucional de un discur-
so que es propio de lo político y no del
derecho, ni siquiera del derecho políti-
co. Esto ocurre cuando la constitución
se refiere a los derechos sociales, econó-
micos y culturales: en realidad no se
tra ta de derechos, como sería lo normal
enunlenguajejurídico, sino de expecta-
tivas, propias del lenguaje político. La
Constitución utiliza expresiones tales
como «el Estado adelantará políticas
para ...», «o el Estado apoyará ...» (Arts.
43,46,47,48,49,51,52,54,60,64,65,69);
o «la ley podrá establecer estímulos ...»

(Art. 57); en ocasiones, el texto parece
crear un verdadero derecho cuando
utiliza expresiones tales como «el Esta-
do garantizará ...» o «es obligación del
Estado ...» (arts. 42, 68, 69 74, 79) o «los
colombianos tienen derecho a ...» (arts.
51, 67); sin embargo, toda expectativa
de derechos queda en eso, en mera
expectativa, cuando se lee el artículo 85,
en el cual se establece que los únicos
derechos de aplicación inmediata --es
decir los verdaderos derechos-son los
fundamentales (arts 11-41), esto es, los
derechos de igualdad formal y libertad,
establecidos en el capítulo primero del
título segundo del texto constitucional.

Estos artículos, que recogen aque-
llo que en la doctrina constitucional se
conoce como el catálogo de derechos
sociales, han sido objeto de un amplio
debate jurídico. En principio se enfren-
tan dos posiciones: la primera establece
una clara diferencia entre los auténticos
derechos subjetivos, provenientes de
las ideas clásicas de libertad e igualdad
propias de las revoluciones americana
y francesa -también conocidos como
derechos humanos de la primera gene-
ración- y los derechos programáticos
o sociales -llamados derechos huma-
nos de la segunda generación- y en los
cuales se establecen intereses legítimos
de la comunidad, pero que no son ver-
daderos derechos. La segunda tenden-
cia considera que los derechos sociales,
si bien su contenido es más difuso y su
exigibilidad es menos concreta, son
verdaderos derechos, que deben ser
reconocidos por los tribunales."

Esta última ha sido la posición
defendida por la dogmática jurídica.

25. Para una explicación más detallada, del tema, ver CAscAJOCAsTRO,[osá LUIS.LATutela Constitucional de los
Derechos Sociales. Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1988, pp. 67-75.
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De acuerdo con ella, todas las normas
constitucionales tienen la misma natu-
raleza juridica aunque no son del mis-
mo tipo. Los derechos sociales se ase-
mejan a los principios: son pensamien-
tos directores para la creación e inter-
pretación de una regulación futura; no
son reglas acabadas, son los fundamen-
tos de una regulación posterior cuya
responsabilidad recae en el legislador."
En este sentido A. Nieto sostiene que
«los derechos sociales pueden ser en-
tendidos como certificados de garantía:
lo que para los poderes estatales es una
norma juridica, pala bs dudadanos se
convierte en garantía de transformadón
de obligaciones jurídicas del Estado, en
derechos subjetivos del individuo.v"

Estas consideraciones propias de
la dogmá ticajuridica, provienen de una
perspectiva interna del derecho einten-
tan salvar la coherencia del sistema.
Puesto que se trata de interpretar los
derechos sociales desde el punto de
vista juridico, la dogmática no consíde-
ra laposibilidad de que lo político pueda
desvirtuar el carácter jurídico de los
derechos sociales. Así como algunos
enunciados constitucionales, talescomo
elde la soberanía nacional, la represen-
tación popular, el interés general, son
considerados por la dogmática como
principios rectores del ordenamiento
juridico y no simplemente como mitos
políticos, de la misma manera, los de-
rechossocíales son considerados como
verdaderas normas juridicas yno como
enunciados políticos.

Existe una enorme similitud entre
las expectativas surgidas del discurso

político Ylos enunciados constituciona-
les que se refieren a los derechos socia-
les; ambos se basan en la oferta de me-
dios, no de fines; en la oferta de aquello
que podrá hacer posible el derecho, no
del derecho mismo; ambos prometen el
ad venimientodeuna decisión posterior
que podrá determinar el cambio anhe-
lado. Ahora bien, en estas circunstan-
cias, la eficacia del enunciado político,
esto es, la posibilidad de que la expecta-
tiva se convierta en un verdadero dere-
cho, debe ser analizada en cada caso
concreto, teniendo en cuenta la fortaleza
de los lazos que unen la sociedad civil
con diferentes órganos del Estado, y en
especial, la manera como suelen resol-
verse, dentro de las instancias guberna-
mentales, las demandas provenientes
de la sociedad.

1.2.2. Función constituyente y
eficacia simbólica

El carácter simbólico de la carta
constitucional de derechos, no provie-
ne de una actitud deliberada de mani-
pulación política por parte de los dele-
gatarios a la Asamblea Nacional; al
contrario, la mayoria de los miembros
de la corporación constituyente soste-
nían posiciones criticas y progresistas
en relación con las instituciones 'políti-
casoEsta actitud es el resultado de una
estrategia política según la cual, la crea-
ción de derechos sociales y colectivos es
un primer paso hacia la consecución de
losmismos; la existencia de enunciados
de derechos incumplidos es algo mejor
que el vacio total de normas: el texto de
derechos, según esta opinión, puede

26. Ver: LARENZ,KARL Metodologra de la Ciencia del Derecho, Barcelona, 1980, p. 32.
27. NIEID, A. "Peculiaridades Jurídicas de las Normas Constitucionales» En: Revista de Administración Pública.

No. 1()(J..102,citado por CASCAJOCASTRO,Ioss LUIS.Op. cit. p. 75.

47



llevar a la sociedad hacia la toma de
conciencia de tales derechos, de tal
manera que se logre una presión que los
haga efectivos.

Así se explica el hecho de que el
catálogo de derechos que consagra la
constitución colombiana de 1991, sea
mucho más generoso, más celoso del
respeto de los derechos de los ciudada-
nos, que los consagrados en las consti-
tuciones europeas y norteamericanas, e
incluso, que los establecidos en las de-
más constituciones latinoamericanas.
Así quedó demostrado durante las se-
siones del «Seminario Internacional
sobre la Carta de Derechos, su Interpre-
tación y sus Implicaciones», organiza-
do por la Consejería Presidencial para
el Desarrollo de la Constitución, en el
mes de noviembre de 1991.

La Carta del 91 posee una lista de
derechos extraordinariamente amplia:
allí se encuentra consagrado todo aque-
110que ha sido reconocido por ladoctrina
internacional como parte de las tres
generaciones de derechos humanos:
desde los derechos clásicos de libertad
e igualdad formal, hasta los recientes,
denominados derechos colectivos; todo
ello complementado por un capítulo en
el que se consagra, además de los me-
canismos tradicionales para la protec-
ción y aplicación de los mismos, una
acción de tutela especialmente amplía."
La lista de derechos, además deser muy
amplia, incorpora en la mayoría de los
artículos los más recientes avances de la

interpretación jurisprudencial en Euro-
pa y en Estados Unidos.

Quizás el caso más significativo se
encuentra en el artículo 214, que consa-
gra el estado de excepción. La gran
mayoría de las constituciones estable-
cen la posibilidad de suspender algu-
nos derechos fundamentales cuando
circunstancias de extrema gravedad
pongan en peligro la vida institucional.
La constitución colombiana de 1991
también prevé dicha posibilidad, pero
su consagración prohibe la suspensión
decualquierderecho fundamental. Así,
de una situación en la cual el estado de
excepción -aplicado de manera casi
ininterrumpida durante cuarenta
años=- permitía la promulgación de
estatutos claramente represivos, con la
nueva Constitución se pretende pasar a
una situación en la cual la posibilidad
de la suspensión de los derechos queda
eliminada. Lo primero que sorprende
es el grande salto de la realidad a los
textos jurídicos; de la degradación se
quiere pasar a la excelencia sin pasar
por la normalidad.

Teniendo presente que la necesi-
dad de suspender los derechos hace
parte de la na turaleza misma de la figu-
ra del Estado de excepción, y que Co-
lombia no está en mejores condiciones
que Francia, España, Italia, o cualquier
otro país, para permitirse un estado de
sitio con plenas garantías, hay que lle-
gar a la conclusión de que la necesidad
de defender el Estado de Derecho en

28. Más que como un simple recurso para la protección de los derechos fundamentales, la tutela (art. 86) -
también conocida como el derecho de amparo-- está concebida en la constitución colombiana como un derecho,
y en consecuencia se puede ejercer de manera concomitante con otros recursos, frente a una amplísima serie de
actos provenientes de los entes públicos -incl uídos los jurisdiccionales- y también frente a actos departiculares.
Ver la ponencia de BREWER CARIAS, Allan en Memorias del Seminario Internacional sobre el Desarrollo de laConstitución.
Evento citado en publicación.
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Colombia, da lugar a decisiones que
efectivamente suspenderán derechos,
aunque de manera velada o subrepti-
cia. Ellenguaje esun juego que tiene sus
trampas: con el prurito de establecer
reglas para evitar todos los males posi-
bles,seabrela puerta para que losmales
inevitables entren al escenario público
desprovistos de toda regla.

De esta manera se pone en eviden-
cia la disociación entre la práctica del
decir y la práctica del hacer en el Dere-
cho. Si bien es probable que en la vota-
ción del artículo 214 haya primado la
buena voluntad y la ingenuidad de las
mayorías sobre la pretensión perversa
de imponer el ejercicio ilegal del poder,
nada podrá evitar que los gobiernos
futuros, sometidos a la presión de cir-
cunstancias atentadorascontra elorden
institucional, se inclinen más por solu-
ciones pragmáticas, en las cuales los
beneficios políticos resulten más acata-
dos que labuena voluntad constituyen-
te y que el derecho. Cuando se crea
derecho siempre hay que tener presente
sus limitaciones; en ocasiones, la lógica
del deber ser, de la sociedad ideal, del
deseo, se convierte en una variable de-
pendiente de la lógica del poder, de la
conservación, de la fuerza. No hay que
olvidar que, en la más pura tradición
del derecho constitucional, las normas
fueron ideadas para servir de contrape-
so, de límite, al ejercicio del poder gu-
bernamental y no como imaginación de
la mejor sociedad posible.

En estas circunstancias, lacreación
de un derecho, concebido con indepen-
dencia de las categorías de lo posible y
lo no posible, propicia justamente lo
que quiere evitar, esto es, la necesidad
de proteger los derechos. Al establecer

normas depositarias de una voluntad
ideal y al desconocer la posibilidad de
que el ejercicio del derecho tenga limi-
taciones, no sólo no se logra la realiza-
ción de dicha voluntad, sino que se
favorece elabuso del poder, aldesterrar
al campo de la ilegalidad el conjunto de
prácticas políticamente necesarias.

1.2.3. Recapitulación
Laprobabilidad de que lasnorrnas

constituciona les determinen la realidad
social en el sentido previsto en sus tex-
tos, no debe ser analizada con indepen-
dencia de la estrategia del Estado en
relación con la creación y la aplicación
deestetipo de normas; en esta perspec-
tivasurge lasiguiente pregunta: ¿Quién
resulta más beneficiado con la creación
de normas simbólicas: los ciudadanos
que cuentan ya con la posibilidad de
presionar frente a las autoridades
competentes la puesta en obra de dichas
normas, o el Estado, con la posibilidad
de legitimación que surge de la insti-
tucionalización de dichos símbolos?

En todo caso, una respuesta ade-
cuada a este interrogante debe tener en
consideración lo siguiente: las condi-
ciones de aplicación de los derechos
sociales enColombia, están caracteriza-
das por al menos tres circunstancias
que benefician la posibilidad de apro-
piación política de los textos jurídicos
por parte del Estado: primera, la debili-
dad de las presiones sociales frente al
Estado; segunda, la falta deundoctrina
constitucional dotada de criterios de
interpretación autónomos que perrni-
tanoponeral poderpolíticodel gobierno
elpoder jurisdiccional de los tribunales,
y tercera, las enormes dificultades ma-
teriales, técnicas yadministrativas para
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llevar a la realidad las promesas inscri-
tas en los enunciados constitucionales
de derechos sociales. Por eso, en Co-
lombia, el terreno se encuentra abona-
do para que prospere la eficacia simbó-
lica de los enunciados en cuestión.

1.3.Hegemonía y discurso
constitucional
Las distintas áreas de regulación

jurídica no se encuentran afectadas por
la misma intensidad reformadora:
mientras más públicas son las relacio-
nes objeto de regulación, más se utiliza
la reforma como un instrumento políti-
co independiente de la aplicación. Se-
gún M. Edelman, se presenta «una re-
lación inversamente proporcional entre
el carácter ideológico de las normas ysu
eficacia, oloque es igual, entre laimpor-
tancia de la propaganda que rodea la
promulgación de una norma y la im-
portancia de su puesta en obra»."

Elanálisis de esta relación trae con-
secuencias que van más allá del domi-
nio jurídico y que son útiles para ade-
lantar hipótesis sobre la relación entre
democracia y dictadura. Una de ellas es
la siguiente: los regímenes militares de
América Latina han desestimado la le-
gitimación por medio del Estado de
derecho en beneficio de la legitimación
por medio del discurso político nacio-
nalista,la seguridad nacional y la repre-
sión contra los promotores de la guerra
interna; las democracias formales, en
cambio, favorecen la legitimación por
medio del Estado de derecho y de la
retórica jurídica y subestiman la legiti-
mación por medio de la seguridad y el

orden; dos estrategias que las élites po-
líticas nacionales aplican en un mo-
mento u otro según los vientos que
corran. En todo caso, ello no impide que
las relaciones de dominación inscritas
en la producción y el comercio de bie-
nes y servicios hayan permanecido in-
variables frente a estos avatares de la
vida jurídico-política.

El siguiente ejemplo muestra bien
la independencia del discurso constitu-
cional en relación con los parámetros
establecidos por la dogmática constitu-
cional:mientras se han emprendido algo
más de ochenta cambios constituciona-
les desde la independencia, el Código
Civil -tomado del código chileno y
este del código napoleónico de 1804-
ha permanecido casi invariable en el
último siglo. La estabilidad de las rela-
ciones económicas reguladas por el
Código Civil,contrasta conla movilidad
de la regulación política. Esto indica un
claro contraste entre dos tipos de prác-
ticas:una pública, caracterizada poruna
amplia incidencia de la retórica, en re-
lación con el cambio en las relaciones
sociales y económicas, y otra privada,
caracterizada por la efectividad, en re-
lación con la permanencia de estas mis-
mas relaciones sociales y económicas.

Entre ambos existe una funcionali-
dad que permite que los términos de la
relación retórica del discurso jurídico-
político sean invertidos en la práctica: el
derecho constitucional no determina el
derecho civil, más bien es éste el que
impone sus exigencias al derecho
constitucional. De acuerdo con esto :
«Cada orden jurídico -dice De Sousa
Santos- reposa sobre un hecho funda-

29. EOELMAN, MURRA Y. The Symbolic Uses 01Politics. lllinois: University of Illinois, 1971, p. 26.
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mental, un super-hecho o una super-
metáfora [...]que determina elpunto de
vista o la perspectiva interpretativa es-
pecífica que caracteriza el punto de vista
adoptado. Las relaciones económicas
privadas en el mercado son el super-
hecho subyacente a la legalidad bur-
guesa moderna[ ...]»30

Así como la lucha partidista es al-
tamente conflictiva pero con pocos ries-
gos de ruptura, debido al carácter po-
lítico de los conflictos, en el sistema
jurídico, la actividad reformadora del
material normativo posee una gran in-
tensidad, pero las posibilidades de
cambio son mínimas."

Recapitulando, podemos decir que
un análisis de la historia constitucional
colombiana permite desentrañar una
correlación funcional entre la movili-
dad del discurso jurídico-político -
que se manifiesta en la conflictividad
del discurso político y en el reformismo
jurídico--- y la permanencia de las rela-
ciones jurídico políticas tradicionales
-<¡ue se expresan en la estabilidad
institucional y en la inalterabilidad de
las relaciones jurídicas de tipo civil,
económico y comercia1-.

Esta ha sido una estrategia que ha
resultado victoriosa en el campo de
juego abierto por el derecho creado y
aplicado. En consecuencia, dicha victo-
ria debe ser entendida como un hecho
que proporciona elementos de juicio
para el futuro, que permite encontrar
indicios de un tendencia, y de ninguna
manera como una ley ocomo una nece-
sidad ineluctable. La lucha por la fija-

ción del sentido del derecho no se en-
cuentra definida de antemano --si así
fuese no se trataría de una lucha-, y
tampoco es el fruto de una confronta-
ción entre iguales: existe una estructura
de dominación que favorece la posición
de unas fuerzas sobre otras, pero que no
siempre es una ventaja suficiente para
asegurar el triunfo.

Por lo tanto, no toda introducción
de reformas democrá ticas se encuentra
determinada por un sujeto inspirado en
el engaño y la dominación de clase. La
introducción de reformas democráti-
cas, y de manera más específica, las
reformas constitucionales que estable-
cen nuevos derechos o amplían los ya
existentes, no sólo no significan, en sí
mismas, una garantía suficiente para la
eficiencia de dichos derechos, sino que,
en ocasiones, pueden convertirse en
una circunstancia que contribuye a la
ineficacia de los mismos. En otros tér-
minos: la norma constitucional que es-
tablece derechos, abre un campo de
juego en el que se enfrentan diferentes
fuerzas, entre las cuales están los go-
biernos encargados de poner en apli-
cación dichas normas y los ciudadanos
depositarios formales de los beneficios
de los derechos consagrados. ~n este
campo de fuerza hay que tener presen-
te que los gobiernos se encuentran, por
lo general, en una posición dominante y
que los intereses que defienden no
siempre son conciliab1es con la aplica-
ción de los derechos anotados. En estas
condiciones, la reforma constitucional
encuentra su explicación en elhecho de

30. SoUSASANTOS,BDE.«Dr'oit: Une Carte de Lecture Déformée. Pur Une Conception Post-modeme du Droit»
En: Oroit et SocilU. No 10, 1988, p. 376.

31. Al respecto, VALENCIAVILLA,H. señala que el refonnismo jurídico ha sido «una de las estrategias favoritas
delos partidos gobernantes y las castas dominantes para prevenir el cambio social y generar el consenso político».
«Vida, Pasión y Muerte del Tribunal Especial de Instrucción» En: Análisis Político. Bogotá. No 2, 1987, p. 92.
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ser un instnunento políticamente con-
venientepara dgobiernoquela propone
y jurídicamente ineficaz para el gobier-
no que la aplica. Sin embargo, esto no
significa que en el futuro otras fuerzas
puedan resultar vencedoras en el cam-
po de batalla abierto por el nuevo texto
constitucional. En síntesis: la confianza
que los gobiernos tienen en la posibili-
dad de salir victoriosos en la lucha por
la interpretación y la aplicación de los
textos constitucionales, y los beneficios
políticos que se obtienen del hecho de la
promulgación del nuevo texto, son ra-
zones suficientes para que los gobier-
nos se vean frecuentemente tentados a
emprender la estrategia de la reforma,
asumiendo los riesgos que acarrea el
hecho de consagrar normas cada vez
más protectoras de los derechos ciuda-
danos y cada vez más difíciles de cum-
plir. La estrategia ha funcionado en el
pasado; pero no se excluye.la posibili-
dad de resultar, en adelante, contrapro-
ducente para el gobierno, como conse-
cuencia de una sa turación del mecanis-
mo impuesto por la eficacia simbólica o
de una movilización popular que pre-
sione la eficacia de los nuevos derechos
consagrados.

Estas explicaciones no son sufi-
cientes para captar todo el alcance de la
articulación de prácticas hegemónicas
a través de los textos legales; es necesa-
rio entrar en el análisis de las relaciones
entre norma y realidad para compren-
der de qué manera los textos jurídicos
sirven para construir un engranaje so-
cial en el cual la dominación es posible.
En los términos utilizados por M.
Foucault, el estudio de las relaciones
entre saber y poder es necesario para
establecer la manera como un conjunto

de enunciados de tipo técnico, sirven
para articular diferentes puntos de po-
der, de tal manera que estos sean perci-
bidos como algo que debe ser y no
simplemente como el mero ejercicio de
la dominación. Ahora bien, el estudio
de las relaciones entre norma y reali-
dad, es el estudio de la aplicación de las
normas y de su eficacia.

2. Estrategia y aplicación de
normas
La eficacia simbólica del derecho

en Colombia suele presentarse combi-
nada con una ineficacia instrumental, o
lo que es igual, con un fracaso en la
realización de sus objetivos explícitos.
Dicha combinación puede estar deter-
minada por razones estratégicas que
favorecen, bien sea lo simbólico, bien
sea el fracaso, dependiendo de las con-
diciones que se presenten en tomo a la
aplicación. Las circunstancias específi-
cas a cada caso concreto de aplicación
determinan el tipo de combinación,
entre eficacia simbólica y fracaso
instrumental, que más favorece el logro
de los objetivos políticos que rodean
dicha aplicación. En el caso de las cons-
tituciones, suele suceder que los gobier-
nos hagan esfuerzos por obtener un
mínimo de eficacia de los derechos so-
ciales, de tal manera que dicho esfuerzo
esté compensado por la obtención de
beneficios políticos, representados en
un aumento del apoyo popular a las
instituciones y en un fortalecimiento de
la integración social y de la unidad
nacional.

2.1. Los ámbitos de poder
en la aplicación del derecho

La estrategia simbólica pone en
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juego una serie de variables, que com-
plican la explicación analítica de las
decisiones relacionadas con la puesta
en obra de lasnormas. Una observación
más detallada del proceso de aplicación
permite diferenciar cuatro ámbitos de
poder, en los cuales tienen lugar un
conjunto de prácticas, respaldadas por
intereses y expresadas a través de
enunciados." El grado de autonomia o
subordinación de cada ámbito, depen-
de de las circunstancias; en todo caso,
con frecuencia se presentan combina-
ciones entre ellos, a través de las cuales
se intenta respaldar la prevalencia de
cierto sentido en la aplicación de las
normas, que se considera favorable a
los intereses de alguno o algunos de
tales ámbitos.

Como se acaba de insinuar, cada
ámbito posee un aspecto práctico yotro
discursivo. El primero de ellos es el
ámbito jurídico; elcual está determinado
por las prácticas propias del derecho, y
es ejercido y defendido en los circulos
jurisprudencia les, doctrinarios y aca-
démicos. La aplicación del principio de
legalidad y el logro de la eficacia instru-
mental de las normas constitucionales,
aparecen como los enunciados domi-

nantes en la racionalidad establecida
por dicho ámbito." El poder que éste
posee se manifiesta a través de la ex-
pedición e interpretación de normas de
carácter general y abstracto -leyes--
que establecen lasbases de la organiza-
ción y el funcionamiento del Estado.
Sin embargo, el desarrollo del Estado
intervencionista, ha ocasionado una
crisis de la legalidad yuna disminución
considerable del poder del derecho.

En segundo lugar, se encuentra el
dmbiio burocrático; en este caso prevale-
cen las prácticas que giran alrededor de
la organización institucional y de la
administración pública; sus enuncia-
dos se inspiran en una racionalidad
tecnocrática basada en la idea de eficien-
cia y de especialización de funciones."
Con el desarrollo del Estado interven-
cionista, este ámbito ha adquirido un
poder excepcional, que tiene origen en
la crisis de la ley y en el consecuente
desplazamiento del poder decisorio -
radicado anteriormente en el Parla-
mento- hacia las instancias adminis-
trativas, y que se concreta en la posibi-
lidad de interpretar el sentido de la
aplicación de las leyes."

En tercer lugar, se encuentra el

32. Esta trilogía interna de cada ámbito:interés-práctica-discurso, es explicada por M. FOUCAULTa propósito
de las relaciones entre saber ypoder; según esteau tor, el poder no es una función que pueda percibirseen su estado
puro; las relaciones de fuerza como tales -subrepticias ysórdidas-sólo pueden ejercitarse en medio de un saber
que las organiza, las constituye, y en este mismo movimiento, consolida su posición como tal. Al respecto ver,
DELEUZE,G. Foucauli. París: Minuit, 1981, pp. 55-75.

33. El saber propio de este ámbito es conocido como «dogmática jurídica»;; su racionalidad interna y su
comunicación con el exterior, funcionan, como toda dogmática,. tratando de mantener un equilibrio entre la
seguridad jurídica -a través de la cual se mantiene su diferenciación- y la justicia -a través de la cual se logra
el contacto con la realidad social-o Una explicación detallada deeste funcionamiento puede verse en LUHMAN,N.
La Dogmdtica Jurídica .. Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1984.

34. Según Max Weber la burocracia es una forma de organización ligada a la transformación del sistema de
dominación de las sociedades occidentales modernas; ver: WEBER,MAx.Economía y Sociedad. 7a. ed. México: F.C.E.
1984, pp. 716-752.

35. Sobre este tipo de poder, proveniente de la posibilidad de interpretar el sentido de las normas, existe una
amplia bibliografía agrupada alrededor del tema de «la puesta en obra» de las normas o de su aplicación (ver cap.
III primera parte). Sobre Burocracia y Estado ver, GARCIA-PELAYO,MANUEL.Burocracia y Tecnocracia. Madrid:
Alianza, 1978. También, FRlEDBERC,ERHARD.«L'AnalyseSociologiquedes Organlzanons» En: Pour. París. NO.28,
1988. Sobre las relaciones entre Derecho y burocracia ver, SoUSASANTOS,B de. Estado Derecho y Luchas Sociales.
Bogotá: ILSA, 1991. pp. 76-79.
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ámbito militar; su punto de apoyo se
establece en las prácticas de defensa y
confrontación propias de las fuerzas
armadas: los enunciados que la susten-
tan tienen que ver con la existencia de
circunstancias excepcionales que justi-
fican la práctica de medidas excepcio-
nales, en relación con la protección del
Estado de Derecho y de la sociedad." El
poder de este ámbito se ha visto acre-
centado con el desarrollo de los conflic-
tos bélicos (guerrilla y narcotráfico). La
situación de guerra que vive el país
determina una sensación de inseguri-
dad en la población, a partir de la cual se
justifica la utilización de las armas y el
desplazamiento del poder hacia los
cuarteles.

Por último, se encuentra el ámbito
político; estructurado en tomo a la de-
fensa de los intereses gubernamentales
y del partido de gobierno; respaldado
por un discurso abierto y basado en
símbolos referentes a launidad social y el
interés nacional." El poder de éste se
encuentra estrechamente ligado a las
contingencias propias de la coyuntura
política. Luego del Frente Nacional, ha
existido una reactivación de este ámbi-
to, que se manifiesta con el aumento de
la capacidad discursiva para crearcier-
tasrepresentaciones colectivas, basadas
en promesas de un mejor futuro, que
logran despertar esperanza en los ciu-
dadanos y establecer, de esta manera,
una cierta unidad social.

Los ámbitos señalados se enmar-
can dentro de un análisis institucional,

más concretamente dentro del análisis
de la aplicación de las normas constitu-
cionales. Esta es la razón por la cual, en
la clasificación anterior, lo social no
aparece articulando a ningún ámbito
específico. Sin embargo, a pesar de tra-
tarse de un esquema circunscrito al es-
pacio de decisiones institucionales, lo
social se hace presente en cada uno de
los ámbitos. Así por ejemplo, la irrup-
ción de algunos movimientos popula-
res, ron el fin de presionar la efectividad
de ciertas normas que establecen dere-
chos, puede incidir en elámbito jurídico;
en el ámbito militar, a través de la
creación de grupos de autodefensa
apoyados por los militares; en elámbito
burocrático, a través del clientelismo; o
en el ámbito político, a través de la
presión ejercida por cierta opinión pú-
blica, que se manifiesta en los medios
de comunicación.

Ahora bien, cada una de dichas
prácticas: jurídica, burocrática, militar
y política, acompañada de su respecti-
vo discurso democrático, tecnocrático,
protector y simbólico, posee una espe-
cie de principio rector que proporciona
autonomía, tanto a la práctica como al
discurso de cada ámbito: así, mientras
lo jurídico está guiado por la legalidad,
lo burocrá tico lo está por la especializa-
ción, lo militar por la seguridad y lo
político por el consenso. Cada uno de
estos ámbitos está definido como tipo
ideal:" por eso, en la práctica, ninguno
de ellos se presenta en estado puro. Por
otra parte, su espacio discursivo no se

36. Ver GALLÓN,GUSTAVOYUPRlMY,RODRlGO."Constituyente, Violencia y Derechos Humanos» En: Revista Foro.
Bogotá. No.13, Oct.. 1990, pp.37-46; También GALLÓN,GUSTAVO(ed) Derechos Humanos y Conflicto Armado en Co-
lombia. Bogotá: Comisión Andina de Juristas, 1991, pp.27-37.

37. Cfr, SoUSASANTOS,B de. Estado, Derecho y Luchas Sociales. Bogotá: Ilsa, 1991, pp. 76-79.
38. Sobre la explicación del concepto de «tipo ideal»: FREUD,JULlEN.Sociologie deMax Weber. París: P.U.F., 1966,

pp. 51-61.
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encuentra cerrado, suturado:" todos
están sometidos a la ingerencia de otros
discursos y de otras prácticas prove-
nientes de otros ámbitos.

Lamezcla de principios rectores, o
de discursos, en cada uno de los ámbi-
tos, da lugar a múltiples combinacio-
nes; cada órgano puede acentuar, estra-
tégicamente, un principio oun discurso
diferente al propio: así por ejemplo, en
las circunstancias específicas de los go-
biernos del Frente Nacional, la figura
del Estado de Sitio no habría podido
tener el éxito consabido, si no hubiese
sido apoyada porun discurso protector
respaldado por los gobiernos y laCorte
Suprema de justicia." En el gobierno
actual, las Fuerzas Armadas y la buro-
cracia hacen hincapié en su estricto so-
metimiento a la legalidad y a las reglas
del Estado de Derecho. Los gobiernos
anteriores, por ejemplo, no reconocían
violaciones a losderechos humanos por
parte de agentes del Estado; hoy se

reconocen, e incluso se presentan algu-
nas condenas por estos actos; sin em-
bargo, el número de violaciones ha ve-
nido en aumento." Otro ejemplo: el
discurso gubernamental contra el nar-
cotráfico durante el periodo compren-
dido entre 1984 y 1989, se caracterizó
por combinar un tipo de enunciados
referidos a la seguridad y a la protec-
ción -<:on los cuales se justificaban las
medidas de excepción-con undíscur-
so tecnocrático, que sirvió para intro-
ducir toda una organización especial en
la jurisdicción penal. 42 En síntesis, el
énfasis del discurso institucional cam-
bia con las épocas; cada órgano puede
acentuar un discurso o un principio
diferente al propio; en circunstancias
específicas elconsenso puede ser adop-
tado en la administración; la legalidad
en las Fuerzas Armadas; la tecnocracia
en el gobierno. El siguiente cuadro re-
sume los elementos fundamentales de
esta clasificación:

AMBITOS POLmCO JURIDICO BUROCRAnco MILITAR
ORCANOS gobierno tribunales administración fuerzas

armadas
DISCURSO simbólico legal tecnocrático protector
PRINCIPIO consenso legalidad especialización seguridad
INSTRUMENTO promesa ley interpretación armas

39. Para una explicación del concepto de «sutura», ver LACLAU,E.y MUFFE,CH.Hegemonía y Estrategia Socialista.
Madrid: Siglo Veinte, 1987, p. 53.

40. En sentencia del 3 de julio de 1984, la Corte reiteró su opinión favorable sobre la posibilidad de que los
militares juzguen a los civiles durante la vigencia del estado de sitio; «El texto de los arts, 2, 55,61, 121,170 de la
Constitución no ha sufrido súbita modificacióna consecuencia dequeel régimen de excepción previsto en la Carta
haya tenido que ser implantado en todo el país e..)ante la evidente necesidad de defender una nacián asediada por las
muy poderosas fuer"UlSdel crimen organizado» (el resaltado es nuestro) En: Nuevo Foro Penal. No 25, p. 547.

41. Es importante tener en cuenta las enormes posibilidades de apropiación política que posee este tipo de
retórica. Michel Foucault se refiere a esta posibilidad en e1siguienteejemplo: «La atenuación dela severidad penal
en el curso de los últimos siglos, es un fenómeno bien conocido por los historiadores del Derecho, pero durante
largo tiempo ha sido tomado de una manera global, como un fenómeno cuantitativo: menos crueldad, menos
sufrimiento,má s suavidad, má s respeto, má s «hurnanitarismo». De hecho, estas modificaciones está n acompa-
fiadas deun desplazamiento del objeto mismo de la operación punitiva. Disminución de intensidad, posiblemen-
te. Cambio de objetivo, con toda seguridad»; FOUCAULT,MICHEL.Surueiller el Punir. Paris: Gallimard, p. 82.

42. Cfr. nota 35, página 53 del presente ensayo.
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La vinculación entre los distintos
ámbitos puede representarse por me-
dio de cuatro árculos que se superpo-
nen parcialmente, de tal manera que
exista alguna relación entre todos ellos;
se obtienen así catorce combinaciones;
cada una de ellas indica una posibili-
dad dentro de la estrategia que deberá
ser emprendida por las instancias aplí-
cadoras del derecho. La figura de tales
círculos aparece de la siguiente manera:

AMBITO
rotrnco

AMBITO
JURIDICO

AMBITO
MILITAR

AMBITO
BUROCRATICO

La autonomía es sólo relativa; en
términos generales, es característica la
falta de predominio de una de las prác-
ticas sobre las demás. Si bien el curso de
los acontecimientos puede determinar
cierto predominio temporal de alguna
de ellas, estos períodos son inestables y
efímeros. Lo más frecuente es que las
prácticas y los enunciados que lasdesa-
rrollan se entremezclen, formando
complicadas relaciones discursivas,
cuyas ambigüedades, contradicciones
y vados suelen aparecer en la realiza-
ción de las normas jurídicas.

Desde el punto de vista de las

relaciones entre discurso y prácticas
presentes en los distintos ámbitos seña-
lados, pueden diferenciarse dos grupos:
el primero reúne aquellos en los cuales
existe un predominio de la práctica so-
bre el discurso: es el caso del ámbito
burocrático y militar; en ambos, el man-
tenimiento o el fortalecimiento de los
intereses, se logra por medio de accio-
nes mudas o acompañadas de enuncia-
dos poco elaborados. El segundo reúne
los ámbitos en los cuales predomina lo
discursivo sobre las prácticas; es el caso
de lo jurídico y lo político: aquí, el forta-
lecimiento de los intereses se logra a
partir del poder estructurante del dis-
curso. En el primer grupo predomina
el sigilo, mientras que en el segundo
predomina la locuacidad.

Sin embargo, la posición prevale-
ciente que posee el ejecutivo y el partido
de gobierno en el sistema presidencial,
y sobre todo el carácter estructurante
que adquiere el discurso simbólico en
una realidad social con las característi-
cas de atomización y dispersión de la
sociedad colombiana, hacen que los
ámbitos locuaces se encuentren en una
situación preponderante en relación con
los demás ámbitos. Lo político y lo jurí-
dico irrumpen en las prácticas y los
discursos de los demás ámbitos," de tal
manera que toda legitimación a priori o
a posteriori de una de estas prácticas, o
de uno de estos discursos, pasa por el
tamiz simbólico de la legalidad y del
interés nacional. Todas las prácticas
encaminadas hacia el control y la dife-
renciación social, necesitan enunciados
previos que hablen de la necesidad de
unión y solidaridad social; esta estrate-

43. Una ilustración de este fenómeno puede verse en la explicación del concepto de «subversión» en UClAU,

E. y MouFFE,CH. Op. cit. p. 131.
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gia se funda en el hecho de decir lo que
la población necesita oír; se basa, en
síntesis, en el rechazo profundo que los
ciudadanos prestan a todo enunciado
que haga referencia a ladesigualdad en
el lenguaje cotidiano. Elabuso sesopor-
ta menos cuando además de ser cono-
cido es mencionado; por eso un poder
político que puede manejar a su favor
una situación en la cual la injusticia se
ve y se siente, encuentra reducido su
margen de maniobra cuando, además
de ser vista y sentida, la injusticia es
dicha. El reconocimiento con hechos y
palabras compromete más que el reco-
nocimiento con hechos solos.

Ahora bien, entre el ámbito políti-
co y el jurídico, se presentan estrechas
relaciones, casi todas ellas de comple-
mentariedad, debido al papel protagó-
nico que adquiere el ejecutivo en la
creación y aplicación del derecho -
sobre todo del derecho político- en el
Estado intervencionista." Esto hace que,
en términos generales, se pueda hablar
de un cierto predominio del ámbito
político sobre el juridico; o mejor aún,
de una mediación o un sometimiento
de los propósitos juridicos a los fines
políticos. Esto coincide con los diag-
nósticos que dan cuenta de una socie-
dad hiperpolitizada en los países de
América latina y sobre todo enColom-
bia."

En estas circunstancias, la estrate-

gia gubernamental consiste en conferir
un sentido específico a los enunciados
políticos relativos a la unidad nacional
yal interés general, de talmanera que se
ada pten a las circunstancias propias de
cada ámbito, sin que ello implique un
desequilibrio de intereses o de relacio-
nes. Puede hablarse, en términos gene-
rales, de un predominio estratégico de
la locuacidad sobre el sigilo y de un
predominio, dentro de la locuacidad,
de lo simbólico sobre lo instrumental,
esto es, de lo político sobre 10 jurídico.
Sin embargo, es importante tener pre-
sente que dicho predominio es el resul-
tado de un análisis del pasado; esto es,
del juego estratégico librado en el pro-
ceso de realización del derecho y, en
especial, del derecho constitucional; por
lo tanto, si bien es cierto que un análisis
de este tipo ayuda a formar una idea
sobre el resultado futuro de la confron-
tación de fuerzas --es decir, sobre la
ineficacia juridica de los símbolos--
también es cierto que el predominio
aludido no quedaria desvirtuado por
que, en el futuro, los resultados de la
relación de dominación lleguen a ser
diferentes.

En síntesis, la creación y la aplica-
ción del derecho, además de ser asun-
tos regulados por la técnica juridica,
pueden ser objeto de la conformación
de un campo estratégico, en el cual se
lucha por la obtención de ciertos bene-

44. Debido al traslado de competencias legales del Parlamento al Ejecutivo.
45. En América Latina, según lo dichoporS. ZARMEÑO,puedehablarsedeun fenómenode«sobrepolitización»,

en el sentido de que todo tiene que pasar por el Estado, así como de una «desocialización» en cuanto que los
conflictos entre las clases sociales son extremadamente débiles o se transforman inmediatamente en presiones
políticas. ZARMEÑO,5. Op. cit. pp. 1283- 1325. En estas circunstancias la acción de los partidos políticos pierde toda
relación con los intereses de clase. Sobre Colombia, el jefe liberal Rafael Uribe decía a principios de este siglo:
«...hemos creído muy inteligente ... entrematamos por teoremas que el pueblo, a quien hemos arrastrado a los
campos demuerte,no supo nunca con qué salsa se comían», URIBE,R.Op. cit. p. 32. Esta pasión porlas discusiones
abstractaspuedenotarsec1aramenteen el debate sobre las ideas de]. Bentham que tuvo lugar en Colombia durante
buena parte del siglo XIX; al respecto ver VALENCIAVILLA,H. Op. cit. pp. 95-101.
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ficios políticos. En dicho campo inter-
vienen diferentes actores, que interpre-
tan las normas jurídicas de acuerdo con
una estrategia propia. En el caso del
gobierno, una estrategia utilizada con
frecuencia consiste en el establecimien-
to disociado de, por un lado, la práctica
del decir --en la cual se mezclan el
discurso simbólico o político y el dis-
curso legal o jurídico-, y por otro, la
práctica muda, en la cual se mezclan el
discurso protector o militar y el discur-
so técnico oburoerá tico. La realidad del
derecho, su verdadera fuerza social, se
logra con una aplicación discriminada
y selectiva -no obligatoria e inmedia-
ta- orientada en beneficio de uno u
otro de estos ámbitos discursivos, y de
acuerdo con una estrategia política de
costos y beneficios.

En este punto vale la pena tomar el
ejemplo sobre el cambio en el discurso
sobre derechos humanos en los últimos
gobiernos colombianos; ¿este cambio
de discurso debe ser interpretado como
una estrategia de engaño y domina-
ción, premeditada y concebida por el
Estado? No parece que existan elemen-
tos de juicio para afirmar lo anterior;
más bien se tratadeuna cierta neg ligencia
deliberada por parte del gobierno, pues
se fomenta el ejercicio discursivo, que
consiste en idear normas depositarias
de un querer ciudadano, estando con-
vencido de la utilidad de la realización
que dichos valores efectivamente ten-
gan, pero al mismo tiempo, se supedita
esa realización a las posibilidades polí-
ticas e institucionales del momento.
Dicho en otros términos: el apoyo ideo-
lógico y axiológico del gobierno en re-
lación con la efectividad de los dere-
chos humanos en Colombia,se encuen-

tra, por lo general, mediatizado por
razones políticas e instrumentales que
tienen que ver, incluso, con las relacio-
nes de fuerza que el gobierno mantiene
con otros poderes estatales, como, por
ejemplo, el Ejército. De esta manera, el
poder ejecutivo, consciente de las difi-
cultades propias de la aplicación y de
las ventajas comparativas guberna-
mentales para el logro de una aplica-
ción de dichas normas en un sentido
favorable a sus intereses, no sólo no ve
un peligro en el hecho de propiciar la
práctica simbólica y discursiva, sino
que, en principio, ve una ventaja, pues
sabe que se encuentra en una buena
posición para luchar por la fijación del
sentido de los textos constitucionales
que más convenga a sus intereses, entre
los cuales nada impide que sobresalga
aquél que supone una aplicación cabal
de los mismos. En síntesis, el poder
ejecutivo tiene realmente la intención
de hacer efectivos los derechos funda-
mentales, pero esta intención funciona
como una varia bledependiente de otras
intenciones encaminadas al logro de
beneficios políticos e institucionales. Es
un asunto de jerarquías: no es que el
gobierno no crea en la importancia de
los derechos humanos sino que cree
políticamente -no de manera incon-
dicional como lo obliga el comporta-
miento religioso, por ejemplo-, esdecir,
cree según el caso, siempre que su ejer-
cicio y aplicación no suponga poner en
tela de juicio valores o intereses consi-
derados más importantes. Aquí fun-
ciona elmismo principio anotado sobre
los valores: inicialmente todo elmundo
acepta la validez de todos ellos; en la
práctica, sin embargo, los problemas se
presentan cuando hay necesidad de
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escoger entre dos o más de ellos que
resultan incompatibles en la solución
de un caso concreto.

2.2 El juego de los ámbitos
De esta manera, la aplicación de

una norma -y en especial de una nor-
ma constitucional- nunca aparece
como un fenómeno que se pueda juzgar
en absoluto. Deuna parte se encuentran
una serie de contingencias relaciona-
das con las circunstancias de su reali-
zación: la norma se aplica en ciertos
casos, en ciertos momentos, en ciertos
espacios, en relación con ciertos hechos.
De otra, la norma esta sometida a las
contingencias propias de los ámbitos
de poder que intervienen en la aplica-
ción: la norma puede ser aplicada con
un sentido simbólico, o con un sentido
tecnocrático, democrático o protector.
El establecimiento del qué, del cómo,
del cuándo, del dónde, y la determina-
ción del sentido de la aplicación re-
querido porcada ámbito, está dado por
un análisis de tipo estratégico, que elige
una, o varias, entre diferentes alternati-
vas posibles, de acuerdo con el criterio
de los mayores beneficios politicos ob-
tenidos con los más bajos costos.

Por eso, la permanencia del poder
civil en Colombia ha tenido buena parte
de su explicación en la extraordinaria
habilidad de la clase politica para ma-
nejar unas instituciones que, con una
enorme versatilidad, se adaptan a las
condiciones del ámbito y del discurso
dominante, todo ello sin necesidad de
cambiar las reglas de juego jurídicas

que mantienen viva la retórica del Esta-
do de Derecho. Así, los gobiernos, utili-
zando enunciados y tomando decisio-
nes que por lo general no provienen del
mismo ámbito, han establecido una
disociación entre retórica ypráctica,que
les ha permitido utilizar, en cada caso
concreto de aplicación, los beneficios
del autoritarismo y los de la democra-
cia, sin tener que acarrear con las conse-
cuencias perjudiciales que uno u otro
puedan tener en un momento específico.

Un ejemplo que ilustra bien esta
práctica se encuentra, una vez más, en
la utilización permanente que los go-
biernos colombianos han hecho de las
normas de excepción contempladas en
la Constitución. El Estado de Sitio ha
sido aplicado de manera casi ininte-
rrumpida en Colombia durante los úl-
timos cuarenta años, creándose una
especie de legislación constitucional
paralela, aplicable en las áreas más di-
versas y que convive con el Estado de
Derecho." En síntesis, se ha tratado de
mantener todas las posibilidades retó-
ricas posibles, para poder así justificar
una amplia gama de situaciones sin
necesidad de renunciar, en principio, a
ninguna de ellas, y almismo tiempo, sin
tener que utilizarlas todas en cada mo-
mento, de manera obligatoria einme-
diata.

La clave de la estrategia parece
haber estado en la ventaja que los go-
biernos han obtenido almantener siem-
pre presente la posibilidad de aplicar
las normas con una gran variedad de
sentidos: politico, jurídico, burocrático,

46. VÁSQUEZCARRIZOSA,A. sostiene que por este mecanismo se ha creado en Colombia una legislación paralela
y una judicatura paralela; El Régimen Colombiano de Excepción y la Salvaguardia de los Derechos Humanos. Simposio
Internacional sobre Distintas Tendencias del Derecho Constitucional, Universidad Extemado de Colombia,
noviembre de 1986, p. 12. Sobre las materias afectadas por el Estado de Sitio ver, GALLÓNGIRALDO,G. Quince Años
de Estado de Sitio 1958-1978. Bogotá. 1979, p. 152.
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militar, de acuerdo con las circunstan-
cias propias que rodean la aplicación,
sin cambiar de esta tuto jurídico. De esta
manera, los gobiernos han dispuesto de
todos los mecanismos jurídicos para ser
demócratas o tiranos, tolerantes o in-
transigentes, según lo exija el momen-
tO.47

Así, y continuando con el análisis
del pasado, pierde sentido la idea de
una constitución entendida como con-
junto de normas jurídicas aplicables de
manera obligatoria luego de su pro-
mulgación. En detrimento de esta con-
cepción, emerge la idea de una consti-
tución entendida como un conjunto de
enunciados, susceptibles de ser utiliza-
dos de diversas maneras, una de las
cuales consiste en hacer de ellos normas
jurídicas. No se trata, entonces, de
enunciados de aplicación obligatoria,
sino de aplicación discrecional; la efica-
cia de tales enunciados no está determi-
nada por la fuerza de lo jurídico, sino
por la confrontación de estra tegias. Por
eso, si bien es cierto que la promulga-
ción de una constitución posee un
enorme significado político, en la me-
dida en que cambia el esquema domi-
nante de las representaciones colecti-
vas, también es cierto que, con la pro-
mulgación de una nueva constitución,
se sabe muy poco sobre lamanera como
serán aplicadas las normas, es decir,
sobre el ámbito de poder que predo-
minará en cada una de las aplicaciones,
y por lo tanto sobre su importancia
jurídica. No se trata, entonces, deque la
Constitución no sirva pira nada,se tra ta
de que ella sirve para algo distinto de

aquello para lo cual se cree que sirve. Y
algo más: la creencia de que la Constitu-
ciónsirve para lo que dice, es, justamen-
te, la condición que hace posible que
ella sirva para algo distinto.

2.3. Derecho y articulación
de prácticas hegemónicas

Lo característico del discurso sim-
bólico está en su capacidad para evocar
sentidos, para suscitar interpretaciones
diversas. Esta capacidad para abrir el
sentido de las palabras crea un espacio
favorable para el ejercicio del poder: la
diferencia entre elmomento de la enun-
ciación del texto y el momento de la
apropiación de uno de sus sentidos--o
lo que es igual: la falta de corresponden-
cia entre el sentido retórico que tiene
lugar con la enunciación del texto y el
sentido apropiado, que tiene lugar en la
puesta en práctica de los contenidos del
texto mismo--, abre la palestra de la
acción política. En el caso del derecho,
esta posibilidad se manifiesta con todo
vigor: la disociación entre la práctica
del decir y la práctica del aplicar, gracias
a que ambas están adscritas al mismo
órgano, permite el desarrollo de un
juego estratégico en medio del cual el
poder puede presentarse jugando varias
cartas, de acuerdo con las circunstan-
cias.

En consecuencia, el reformismo
constitucional no sólo debe ser entendi-
do desde el punto de vista instrumental
-como la recurrencia de fallas en la
normatividad, imputables a dificulta-
des provenientes de la problemática

47. SWEIG, STEFAN le concede esta habilidad a José Fouché: «Según sople el viento, puede sacar del bolsillo
derecho una prueba de inflexibilidad y del izquierdo una prueba de humanidad; puede presentarse lo mismo
como verdugo que como salvador de Lyon», Fouché, 6a. ed. Barcelona: Juventud, 1988, p. SO.
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social, o la falta de conocimiento ade-
cuado de los hechos, o la falta de técnica
jurídica-, sino que también debe ser
interpretado corno un intento de cons-
trucción de prácticas hegemónicas que
se ve reducido a la difusión de una
representación según la cual, el des-
moronamiento total de las instituciones
y de la sociedad, sólo puede ser impe-
dido por medio de un llamamiento
urgente a la unidad social y a la defensa
del gobierno. La reforma sirve corno
instrumento de reactivación de la es-
peranza y, en consecuencia, corno legí-
timadora indirecta de las instituciones
y de los gobernantes: se trata de una
representación en la cual las ideas de
emergencia, de gravedad extrema, de
circunstancias excepcionales, aparecen
corno supuestos fundamentales.

Por eso, más que un fatalismo in-
evitable, inscrito en lomás profundo de
la cultura colombiana, la violencia po-
see un carácter funcional que los parti-
dos políticos y los gobiernos saben uti-
lizar a su favor." «No se hace política
sobre aquello que va bien», dice G.
Bourdeau.v La actividad política obtie-
ne sus mayores beneficios allí donde la
sociedad convive con la posibilidad de
su propia ruptura. El miedo a la des-
trucción se constituye en un factor
esencial para la justificación de los go-
bernantes. De acuerdo con esto, los go-
biernos, por medio de la exacerbación

-o simplemente de la tolerancia- de
los acontecimientos violentos, alimen-
tan un discurso pacifista y de unidad
nacional con el fin de crear una cierta
representación de estado de necesidad
que proporciona legitimidad a una po-
sición de «salvador de la patria», ad-
quirida en estas situaciones extremas.
La pluralidad de poderes, o mejor di-
cho, la pluralidad de debilidades, ca-
racterística del régimen político colom-
biano, propicia e acercamiento a la crisis
total con el propósito de hacer más
visible, ante los ojos del ciudadano co-
rriente, la necesidad de salvar, a cual-
quier precio, las instituciones tradicio-
nales. «Elpoder-continúa Bourdeau-s-
puede ser brutal; sin embargo, esmenos
temible que la idea que la sociedad se
hace de los riesgos que correría si pu-
diera liberarse de él».50

Pero el gobierno, como sujeto pro-
motordel reformismo jurídico, no dirige
un núcleo hegemónico claramente es-
tablecido y delimitado. Las prácticas
hegemónicas que tienen lugar a través
de la creación y de la aplicación del
derecho reúnen, de manera más o me-
nos conflictiva, diferentes ámbitos de
poder, cada uno de ellos con sus propias
pretensiones para fijar el sentido de los
textos jurídicos, de tal manera que se
mantengan o se fortalezcan sus intere-
ses: los ámbitos burocrático, militar y
político se localizan en un espacio sur-

48. La ideadequeel país ha mantenido sus instituciones y logrado cierta estabilidad social y económica, a pesar
de la violencia que lo circunda, no parece tan clara. En ocasiones el análisis. de los acontecimientos demuestra
justamente lo contrario: la violencia no sólo no perjudica el logro de los objetivos sociales, politicos y económicos
de los sectores dominantes, sino que se constituye en un elemento que impulsa dichos logros. En materia
económica, por ejemplo, Rodrigo Uprimi muestra cómo el proceso de acumulación de los últimos años,
caracterizado por el desarrollo del tráfico ilegal de drogas, la violencia, a pesar de ser un factor de des-
estructuración, también ha contribuido al crecimiento; UPRIMI,RooRIGO.«Croissance, Rentes et Violence: Le Cas
Sui Generis de la Colombie •• En: Revue Tiers Monde. París. T. XXX,Ene.-Mar., 1990, pp. 121-136.

49. BoURDEAU,GroRGES.La Politioue aux pays des Merveilles. Parls: PUF, 1979, p. 102.
SO. Ibídem.
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cado y comandado por una estrategia
política que no siempre es exitosa. En
ocasiones, los antagonismos superan la
capacidad de cohesión pretendida por
lo político y, en consecuencia, afloran
las contradicciones. Estos antagonismos
no se reducen a la esfera de lo institucio-
nal; a ellos es necesario agregar otros
ámbitos también depositarios de poder
y que intervienen en la creación yapli-
cación de las normas, es el caso de los
gremios económicos, de las asociacio-
nes civiles, de las agremiaciones sindi-
cales, de los movimientos cívicos y po-
líticos, etc .. Estos, tienen origen en la
sociedad civil yen ocasiones se valen de
alguno de los ámbitos institucionales
para manifestarse, o a la inversa, los
ámbitos institucionales se valen de los
civiles: así por ejemplo, los grupos de
autodefensa emprenden estra tegias que
pueden ser apoyadas por el ámbito
militar," los gremios pueden aliarse
estratégicamente con el ámbito jurídi-
CO;S2 ciertos movimientos cívicos con el
gobierno. 53

Ensíntesis, elderecho, ysobre todo
el derecho público, ha desempeñado
un papel primordial en la actividad
política colombiana y, en general, en el
desarrollo de la crisis hegemónica. Esta
crisis, entendida como la imposibilidad
de conformar una voluntad colectiva,
depositaria de una visión del mundo
unificada y capaz de movilizar a la
población en la articulación de prácti-
cas sociales, semanifiesta en la confron-
tación permanente entre diferentes fo-
cos de poder, provenientes de intereses

no siempre conciliables, y depositarios
de visiones del mundo disímiles. En
estas condiciones lo jurídico aparece
como un instrumento esencial de la
actividad política: su interrnediación,
discursos y prácticas divergentes, son
barajados y organizados en un juego
estratégico cuyos resultados terminan
siendo los más beneficiosos posibles
para los intereses económicos domi-
nantes, en el espacio de confrontación
de fuerzas propio de la realidad colom-
biana. El derecho cumple por lo menos
una doble función: por un lado, a través
de su poder simbólico, hace las veces de
discurso articulador de prácticas, al
reactivar las esperanzas de losciudada-
nos mediante la expedición de enuncia-
dos que establecen -con la autoridad
que proporciona la ley- el cambio yel
respeto de los derechos de todos; en
este sentido, el derecho responde a las
exigencias de los ciudadanos, latentes
en el sentido común y manifiestas en el
lenguaje cotidiano, de un orden social
igualitario, solidario, justo,unitario,etc.;
así, elderecho responde a la sensibilidad
filantrópica del lenguaje. Por otro lado
el derecho también cumple la función
de permitir que, por intermedio de la
interpretación y de la fijación casuística
del sentido de los enunciados jurídicos,
los intereses dominantes no sean atro-
pellados por la pretensión de aplicar los
enunciados en su sentido más explícito.
El derecho hace posible la coexistencia
de los valores de igualdad, a través del
lenguaje, con losvalores de desigualdad,
a través de la interpretación.

51. Tal como sucede en la región del Magdalena Medio.
52. Es la estrategia conocida como «lobby» en el Congreso.
53. Esto fue lo que sucedió con el movimiento estudiantil al ser apoyado por el gobierno.

62



2.4. Estrategia y dominación
El concepto de poder, entendido

como una función que recorre todos los
estratos sociales ynosimplementecomo
una cosa susceptible de apropiación."
incide necesariamente en la idea de
derecho y de su función de control y
dominación social: los rigidos esque-
mas esencialistas, enmarcados en el
dualismo base/ superestructura, deben
dar paso a una visión más sensible al
análisis estratégico de las fuerzas que se
debaten en un campo de acción especí-
fico.

Sibien la idea de eficacia simbólica
del derecho puede ser explicada de
manera simple, su mecanismo de fun-
cionamiento y la relación entre poder y
derecho implícita en ella, requieren de
elaboraciones conceptuales complejas,
variables, y de alcance analítico limita-
do. La dominación es clara como hecho
pero compleja como mecanismo. Por
eso, deducirdelfenómeno de la eficacia
simbólica la existencia de un sujeto
dominador orgánico, coherente y con-
solidado,que se encuentra detrásde los
enunciados del derecho, para hacer de
éstos algo diferente a lo que los recepto-
res de la norma creen, esuna interpreta-
ción simplista y reductora de la realidad
que sólo en algunos casos parece cierta.
La idea de poder, entendida como po-
sesión, que respalda esta interpretación,
debe ser reemplazada por una idea de
poder entendido como relación, y
practicada como estrategia.

No siempre existe coherencia y
premeditación en los propósitos del
Estado. Esta ausencia deun sujetocons-
tituido con anterioridad a la domina-

ción, no hace más benévola o más lle-
vadera la dominación; simplemente la
hace diferente: ella funciona dentro de
un campo de acción en el que tienen
lugar varias fuerzas ydonde la posición
relativa de cada una, en cada circuns-
tancia, motiva un conjunto de decisio-
nes que pueden ser explicadas a partir
deunaestrategiadejuegoporelpoder. La
estrategia que consiste en combinar
discursos y prácticas de acuerdo con
una lógica de costos y beneficios políti-
cos, amplía el conjunto de recursos que
posee el Estado para el ejercicio de su
funcióndedominación, pero, al mismo
tiempo, genera espacios discursivos y
prácticas, que pueden beneficiar a la
sociedad civil. Que el resultado final de
estas dos posibilidades se incline hacia
la primera o hacia la segunda de ellas,
depende de la capacidad de las fuerzas
en juego -institucionales, políticas y
civiles- para sacar partido de la situa-
ción, por medio deuna apropiación del
sentido de los discursos. Ahora bien, la
capacidad para lograr esta apropiación
no es igual en todos los actores que
intervienen en la lucha estratégica. Toda
relación de poder es desequilibrada y
por lo tanto existe una propensión -
determinada por la existencia de con-
diciones estructurales relativamente
estables-- al triunfo de ciertas estrate-
gias en detrimento de otras. El poder es
poder en ejercicio, en juego, y por lo
tanto, incluso elpoder más consolidado
y fuerte, requiere siempre de alguna
concesión o de alguna limitación en la
elección de su mejor estrategia posible,
en cada caso.

La práctica del decir -estructura-

54. CROIZIER, M. y FRIEDBERG, E. hablan de «una relación recíproca pero desequilibrada»; Op. cit. p. 65.
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da como un sistema discursivo autó-
nomo, con su propia racionalidad y
sus propias condiciones de verdad y
falsedad- crea una visión del mundo
de la cual no se escapan ni los políticos
del partido de gobierno ni aquellos de
la oposición; todos ellos practican los
mismos discursos, los mismos lugares
comunes, las mismas fórmulas; la
constitución es un resultado de esta
comunidad simbólica. Las diferencias
ideológicas y de intereses sólo se hacen
manifiestas cuando se trata de la prác-
tica del hacer o del interpretar; una
práctica muda, que puede hacer aque-
llo que no puede, políticamente, ser
dicho. Esta segunda práctica no es la
consecuencia directa de un ejercicio de
dominación que se inició, con toda
claridad y certeza, en el momento en
que comenzó la práctica discursiva que
condujo a la interpretación o simple-
mente a la acción; tanto en la etapa
discursiva como en la pragmática se
abre un campo de juego en el cual la
batalla de los intereses dominantes no
se encuentra ganada de antemano; la
autonomía y la racionalidad de cada
práctica no se encuentra cerrada; al
contrario, está sometida a la presión de
nuevos enunciados y de nuevas accio-
nes, que no por el hecho de estar, en la
mayoría de los casos, subordinados a
los designios de los intereses dominan-
tes, pueden ser desconocidos o estar
condenados a soportar siempre dicha
posición de subordinación. Algo así
sucede cuando los padres consiguen
que los niños vayan a la cama con la
promesa de un regalo para el día si-
guiente y con la esperanza de que el
niño olvide la promesa durante su sue-
ño; la estrategia del padre consiste en

prometer algo extraordinario que
nunca se cumplirá, con el fin de obte-
ner una obediencia banal que siempre
se cumple; pues bien, nada excluye el
hecho de que dicha estrategia resulte
errada cuando el niño empiece a tener
el poder suficiente para exigir el cum-
plimento de las promesas. De manera
similar, si el poder de los ciudadanos
fuese lo suficientemente fuerte como
para poner en tela de juicio la posición
de los gobernantes al demandar la efi-
cacia de los derechos consagrados, la
estrategia, muchas veces victoriosa, de
prometer más para cumplir menos de-
jar de ser una buena estrategia, y en
consecuencia las constituciones se
convertirían --como sucede enmuchos
países desarrollados- en un objeto de
negociación real de intereses y no sim-
plemente en un elemento de consenso
simbólico.

Por eso, la idea de una perversidad
natural e inquebrantable de los propó-
sitos estatales, simplifica el fenómeno
de la dominación y, por lo tanto, hace
menos comprensible su funcionamien-
to y sus posibilidades de acción. Una
explicación estratégica, en cambio, per-
mite comprender mejor su mecánica: el
poder estatal no aparece entonces como
algo plenamente definido, cuyos com-
portamientos excluyentes y represivos
en relación con la clase o las clases
dominadas, son siempre predecibles.
La perspectiva estratégica permite
comprender cómo iniciar acciones en
beneficio de la sociedad civil y de las
reglas de juego democráticas, puede
ser, en una situación específica, la me-
jor maniobra para alcanzar los propó-
sitos políticos deseados. La mejor es-
trategia posible no necesariamente se
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encuentra del lado de la manipulación
del sentido de los textos jurídicos y de
su subordinación a las exigencias po-
lítico-militares; es importante tener en
cuenta que, en ocasiones, el segui-
miento de las exigencias del Estado de
Derecho puede ser la elección más re-
comendable. No hay que olvidar que
una buena manera de aparecer ante la
opinión de los ciudadanos cómo una
institución defensora de la ley consiste
en ser una institución defensora de la
ley. Esta afirmación no dejaría de ser
una banalidad --() una ingenuidad
según se le mire--- si no fuera porque,
de acuerdo con lo dicho anteriormen-
te, el respeto de las reglas de juego
democrá ticas debe ser entendido como
una decisión mediatizada por exigen-
cias estratégicas. Los políticos y los
militares -en Colombia y en el resto
del mundo--- no toman sus decisiones
de acuerdo con una ética incondicional
propia de los santos, sino de acuerdo
con una ética mediatizada según la
cual el bien puede conducir al bien,
pero también cierta dosis de mal pue-
de justificar un bien."

La clave del asunto está en com-
prender cómo el énfasis en la domina-
ción estatal no depende de que el Esta-
do sea definido como una institución
que está concebida para la represión yla
exclusión, sino como una institución
que puede estar dispuesta a reprimir y a
excluir, cuando su estrategia de domi-
nación así lo indique. Este énfasis en el
poder ser, no hace más benévola la
represión y la exclusión, ni desconoce
el carácter de aparato de dominación

que define todo Estado; su utilidad ra-
dica en que es un instrumento metodológico
y conceptual, para comprender mejor las
múltiples facetas de la mecánica propia de la
dominación.

Ahora bien, así como la práctica
de la eficacia simbólica no es el resul-
tado de una perversidad natural, ple-
namente elaborada con anterioridad a
la práctica misma, el reformismo cons-
titucional, y en general, la promulga-
ción de normas simbólicas tampoco
debe ser entendida como el resultado
de un consenso o de una voluntad
colectiva, plasmada en textos cuya
aplicación se encuentra desprovista de
conflictos. Laperspectiva optimista que
primó en la Asamblea Nacional
Constituyente, según la cual la consa-
gración de nuevos derechos significa
un paso adelante en la realización de
los mismos, parece desconocer la im-
portancia estratégica de la realización
de las normas, y sobre todo, parece
olvidar por completo el hecho funda-
mental de la divergencia de intereses
entre los creadores de las normas y los
aplicadores de las mismas.

Según esto, el derecho adquiere
una connotación diferente a la que le
otorgan los consabidos modelos teóri-
cos repartidos entre el esencialismo
economicista y el subjetivismo liberal;
deja de ser adecuado el dualismo entre
superestructura impenetrable o instru-
mento de creación social y adquiere
relevancia la idea deun discurso para la
articulación de prácticas sociales, que
puede ser desviado estratégicamente
hacia la consecución de otros intereses

55. Se hace alusión en este punto a la distinción hecha por Max Weber entre la ética de la convicción, propia
de los pollticos y la ética de la convicción, propia de los santos; en: WEBER, MAXPolüica 'f Ciencia. Buenos Aires:
La Pléyade, 1976, pp. 83 Yss.
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consuetudinariamente desmejorados.
«Esta orientación estratégica --sostie-
ne Boaventura de Sousa Santos-e- no
supone un rechazo de la legalidad bur-
guesa democrática ni de la democracia
parlamentaria en cualquier lugar que
exista. Presupone, antes, la posibilidad
de una utilización no burguesa de las
formas políticas y jurídicas democráti-
cas que la burguesía supo en un tiem-
po imponer-a las clases dominantes del
Anden Régime».56

El amplio desarrollo que durante
los últimos años ha tenido el llamado
«uso alternativo del derecho» en gru-
pos de defensa de los derechos huma-
nos, tienen su origen en esta posibilidad
de apropiación política de los textos
jurídicos, planteada por una perspecti-
va estratégica del derecho." En este
punto se imponen dos advertencias: 1)
las posibilidades de apropiación polí-

tica de los textos jurídicos no son igua-
les para todos los actores sociales, ni
pueden ser analizadas haciendo abs-
tracción de la red de poderes que es-
tablece, en un momento dado, la dife-
rencia entredominadores ydominados
y 2) no todos los ámbitos del derecho
presentan las mismas posibilidades de
apropiación política; la movilidad del
sentido de los textos es mayor en
aquellas áreas del derecho deposita-
riasdeuna carga simbólica importante.
Existe una correspondencia entre pu-
blicidad del derecho y carácter sim-
bólico del mismo, o lo que es igual,
entre contenido político de los enun-
ciados jurídicos y movilidad del sen-
tido, con posibilidades de apropiación
política, El derecho constitucional en
Colombia es un buen ejemplo para
mostrar la manera como funciona este
tipo de apropiación política.

56. SoUZASANTOS,B DE.«Justicia Popular, Dualidad de Poderes Estratégia Socialista» En: Direito e ]ustir;sz,a
Funt;110Social do Judiciario. Sao Pablo: Atica, 1-989,p. 203. Una experiencia que ilustra bien esta visión estratégica
del derecho puede encontrarse en el estudio realizado por este mismo autor en las «favelas» de Rio: «The Law
of the Oppressed: the Construction and Reprodu ction of Legality in Pasargada» En: I..awand Society Review. Vol.
12, No 1, 1977.

57. Ver por ejemplo, ROJAS,F.Servicios ]undiros Populares. Bogotá: Universidad de los Andes, 1983; Descriptions
Touards Typologies and AnaIysis of Legal and Trends in Latin Ameriaz. Bogotá, Mimeo, 1982; «Comparación entre las
Tendencias de los Servicios Legales en Norteamérica, Europa y América Latina» En: El Otro Derecho. Bogotá. No
2,1989. pp. 5-57. ARRUDA,J. DE.«Democratícao e Servícos Legais» En: Direito e [ustica,« Punqao Social do Judiciario.
Sao Pablo: Atica, 1989, pp. 145-152. PALACIO,G. «Servicios Legales y Relaciones Capitalistas: un ensayo sobre los
servicios jurídicos populares yla :práctica legal crítica» En: El Otro Derecho. Bogotá. No 3,1989, pp. 51-70.
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